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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, a veintidós de abril de dos mil veintiséis.

[bookmark: _GoBack]VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión número 09520/INFOEM/IP/RR/2025, interpuesto por el C. XXXXXXXXXXXXXXXXXX, en lo sucesivo la parte Recurrente, en contra de la respuesta de la Secretaría de Finanzas, en lo subsecuente el Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución.

A N T E C E D E N T E S

PRIMERO. De la solicitud de información.
En fecha ocho de julio de dos mil veinticinco, la parte Recurrente, presentó a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), ante el Sujeto Obligado, la solicitud de acceso a la información pública, a la que se le asignó el número de expediente 00558/SF/IP/2025, mediante la cual solicitó lo siguiente:

“solicito copia simple digitalizada a través del sistema electrónico saimex de los comprobantes de pago correspondientes a los Proyectos de Prestación de Servicios (PPS) realizados del 1 de enero de 2024 al 30 de junio de 2025.” (Sic).

MODALIDAD DE ENTREGA: A través del SAIMEX.



SEGUNDO. De la respuesta del Sujeto Obligado. 
De las constancias que obran en el sistema SAIMEX, se advierte que en fecha ocho de agosto de dos mil veinticinco, el Sujeto Obligado emitió la respuesta en los siguientes términos:

“En respuesta a la solicitud recibida, nos permitimos hacer de su conocimiento que con fundamento en el artículo 53, Fracciones: II, V y VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, le contestamos que:

Sobre el particular, sírvase encontrar en archivo adjunto copia del oficio de notificación número 20700004S/UT-1467/2025, el oficio 20700004S/UT-1377/2025 de cambio de modalidad, así como el oficio INFOEM/DGI/668/2025 de autorización del cambio de modalidad y los acuerdos de clasificación número CT-2025-0149 y CT-2025-0150 emitidos por el Comité de Transparencia de este Sujeto Obligado.

ATENTAMENTE
Lic en Sociología Mario David Lugo Delgadilo” (Sic).

El Sujeto Obligado, adjuntó a su respuesta, los archivos electrónicos denominados “00558 SST.pdf”; “00558 Cont Gral Gub.pdf”; “Cambio de modalidad 0558.pdf”; “Autorización Cambio de Modalidad INFOEM.pdf”; “CT-2025-149.pdf”; “CT-2025-150.pdf”; “SOLICITANTE 00558.pdf” y “00558 Cont Gral Gub.pdf”; mismos que no se insertan por ser del conocimiento de las partes; sin embargo, serán motivo de estudio en el Considerando respectivo.

TERCERO. Del recurso de revisión.
Inconforme con la respuesta por parte del Sujeto Obligado, el ahora Recurrente interpuso el presente recurso de revisión en fecha trece de agosto de dos mil veinticinco, el cual fue registrado en el sistema electrónico con el expediente número 09520/INFOEM/IP/RR/2025, en el cual aduce, las siguientes manifestaciones:

a) Acto Impugnado: “RESPUESTA A LA SOLICITUD 00558/SF/IP/2025” (Sic).

b) Razones o Motivos de Inconformidad: “El comité de transparencia del sujeto obligado realiza una clasificación indebida de la información solicitada correspondiente al año 2024 al tratarse de documentación pública, considerando que todo documento que compruebe la aplicación de recursos públicos es de caracter público. En otra parte de su respuesta referente al año 2025, el sujeto obligado pone como argumento un volumen de fojas inverosimil para justificar su negativa a entregar la información solicitada de manera puntual y precisa. Es decir, el sujeto obligado habla de una cantidad de documentos que NO fueron solicitados pues esta solicitud es clara y puntual sobre el tipo de documento requerido. Es falso que el sujeto obligado haya realizado quince mil trescientos cincuenta pagos relativos a Proyectos de Prestación de Servicios (PPS) EN 2025, en realidad esa cifra corresponde al universo total de los pagos realizados por el sujeto obligado y utiliza el dato de manera dolosa para justificar su negativa a entregar la información solicitada al tratar de imponer un cambio en la modalidad de entrega por consulta in situ, condicionando dicha modalidad al pago de 61, 400 copias certificadas que no corresponden a la información solicitada. Las mismas cifras han sido utilizadas por el sujeto obligado en diferentes solicitudes de información, por lo que es evidente que los datos no corresponden a la información solicitada de manera puntual sino a un volumen de documentos que no tienen relación con la petición presentada. POR LO ANTERIOR, , solicito se revoque la clasfificacion de la información correspondiente a 2024, así como el cambio en la modalidad de entrega referente al año 2025 y se ordene la entrega de la informacion que con toda puntualidad y claridad se solicitó.” (Sic)


CUARTO. Del turno del recurso de revisión.
Medio de impugnación que le fue turnado al Comisionado Presidente José Martínez Vilchis, por medio del sistema electrónico, en términos del arábigo 185, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, del cual recayó acuerdo de admisión en fecha diecinueve de agosto de dos mil veinticinco, determinándose en él, un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado.

QUINTO. De la etapa de manifestaciones y/o alegatos.
Una vez transcurrido el término legal referido se destaca que, en fecha veintidós de agosto de dos mil veinticinco, el Sujeto Obligado remitió su informe justificado mediante los archivos electrónicos denominados “RR 09520-2025 INFORME JUSTIFICADO.pdf”, “RR 9520-2025 CGG.pdf” y “RR 9520-2025 SUBSE TESO.pdf”; mismos que, se pusieron a la vista del particular mediante Acuerdo de fecha veintinueve del mismo mes y año del año; asimismo, se aprecia que la parte Recurrente en fecha treinta de agosto de dos mil veinticinco, realizó alegatos, mediante el archivo electrónico denominado “FINANZAS 24Y25.pdf”; mismo que, versa en lo siguiente:

“EL INFORME JUSTIFICADO QUE EMITE EL SUJETO OBLIGADO REAFIRMA LAS VIOLACIONES A LA LEY DE TRANSPARENCIA SEÑALADAS EN EL RECURSO DE REVISIÓN DE LA RESPUESTA A LA PRESENTE SOLICITUD DE INFORMACIÓN. 

1.- POR LO QUE HACE A LOS COMPROBANTES DE PAGO CORRESPONDIENTES AL AÑO 2024, EL SUJETO OBLIGADO CLASIFICA LA INFORMACIÓN DE MANERA ILEGAL PORQUE LOS PAGOS EMITIDOS POR LA INSTITUCIÓN SON HECHOS CONSUMADOS E IRREBOCABLES, AL MISMO TIEMPO QUE LOS COMPROBANTES CORRESPONDIENTES A DICHOS PAGOS SE ENCUENTRAN EN PODER DEL SUJETO OBLIGADO. EN ESTE CASO LA LEY SEÑALA QUE DEBEN TRANSPAREN TARSE LOS DOCUMENTOS PÚBLICOS QUE OBRAN EN PODER DE LOS SUJETOS OBLIGADOS, POR LO QUE EL ARGUMENTO DE QUE AL HACERLOS PUBLICOS SE PONEN EN RIESGO DIVERSOS PROCESOS DE FISCALIZACIÓN ES INFUNDADO, PUES LA APLICACIÓN DE LA LEY DE TRANS PARENCIA NO INTERFIERE NI AFECTA LA FISCALIZACIÓN DE LOS RECURSOS PÚBLICOS POR MEDIO DE AUDITORIAS. DE HECHO, LOS PROCESOS DE AUDITORÍA CONLLEVAN UNA REVISIÓN DE LOS ACTOS DE GO BIERNO CONSUMADOS Y POR TANTO QUE SON OBJETO DEL CONOCIMIENTO PÚBLICO. 

2.- EL SUJETO OBLIGADO INSISTE EN IMPONER UN CAMBIO ARBITRARIO E INFUNDADO EN LA MODALIDAD DE ENTREGA DE LA INFORMACIÓN CORRESPONDIENTE AL EJERCICIO FISCAL 2025. 

EN PRIMER LUGAR, ES PRECISO SEÑALAR QUE EL CAMBIO EN LA MODALIDAD DE ENTREGA QUE PLANTEA EL SUJETO OBLIGADO VIOLA EL PRINCIPIO DE MÁXIMA ACCESIBILIDAD A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, PUES LA MODALIDAD DE CONSULTA IN SITU OBLIGA A ESTE SOLICI TANTE A REALIZAR UN TRASLADO DESDE MI LUGAR DE ORIGEN HASTA LA SEDE DE LA DE PENDENCIA, LO CUAL REQUIERE DE UNA CONSIDERABLE INVERSIÓN DE TIEMPO Y RECURSOS ECONÓMICOS PARA EL TRASLADO. 

POR LO QUE RESPECTA A LA MODALIDAD DE ENTREGA POR CORREO CERTIFICADO SE ME OBLIGA A PAGAR COPIAS CERTIFICADAS/SIMPLES POR UN VOLUMEN QUE NO CORRESPONDE A LA INFORMACIÓN QUE SE SOLICITÓ DE MANERA PUNTUAL Y PRECISA. 

EN RELACIÓN A LOS MEDIOS MAGNETICOS, IGUALMENTE SE ME OBLIGA A REALIZAR UN TRASLADO Y GASTO INJUSTIFICADO. EL SUJETO OBLIGADO VIOLA LA LEY AL IMPONER ESTE CAMBIO EN LA MODALIDAD DE EN TREGA BASADO EN UN VOLUMEN DE INFORMACIÓN QUE NO CORRESPONDE A LA SOLICI TADA. 

LAS 64 MIL FOJAS QUE ARGUMENTA EL SUJETO OBLIGADO NO CORRESPONDEN A LOS COMPROBANTES DE PAGO SOLICITADOS, QUE ADEMÁS NO REQUIEREN DE NINGUN PROCESA MIENTO NI ANÁLISIS ADICIONAL, PUES EN LA SOLICITUD ESTÁN PERFECTAMENTE INDICADOS PARA SU PRONTA Y SENCILLA OCALIZACIÓN EN LOS ARCHIVOS DEL SUJETO OBLIGADO. 

POR LO ANTERIOR, SOLICITO SE REVIQUE LA RESPUESTA DEL SUJETO OBLIGADO Y SE ORDENE LA ENTREGA DE LA TOTALIDAD DE LA INFORMACIÓN SOLICITADA A TRAVÉS DEL SISTEMA ELECTRÓNICO SAIMEX, QUE SI CUENTA CON LA CAPACIDAD Y RECURSOS PARA ALMACENAR LA DOCUMENTACIÓN SOLICITADA” (Sic).

SEXTO. Del cierre de instrucción.	
Así, una vez transcurrido el término legal, permitió decretarse el cierre de instrucción en fecha cuatro de septiembre de dos mil veinticinco, en términos del artículo 185, Fracción VI, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, iniciando el término legal para dictar resolución definitiva del asunto.

SÉPTIMO. De la ampliación del término para resolver.
En fecha uno de octubre de dos mil veinticinco, se amplió el término para resolver el recurso de revisión en términos del artículo 181, párrafo tercero, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios por un plazo de quince días hábiles.

Por ello, es menester precisar que, si bien se ha excedido el plazo para resolver el presente medio de impugnación, de conformidad con la ley de la materia, el plazo para emitir resolución se encuentra justificado en los elementos para medir su razonabilidad de asuntos conforme a los parámetros establecidos por diversos órganos jurisdiccionales federales, aplicables también en procedimientos análogos, como el que nos ocupa.
 
Así, en términos de lo que establecen los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, los recursos deben ser sencillos y resolverse en el menor tiempo posible, tomando en consideración la dilación total del procedimiento; esto es, en un plazo razonable.
 
En ese sentido, el legislador fijó los términos procesales en las leyes, de manera general, sin que pudiera prever la variada gama de casos que son resueltos por los órganos jurisdiccionales o cuasi jurisdiccionales, tanto por la complejidad de los hechos, como por el número de casos que conocen.
 
Por ello, excepcionalmente, si un asunto es resuelto con posterioridad a los plazos señalados por la norma debe analizarse la razonabilidad del tiempo necesario para su resolución, atentos a los siguientes criterios:  

 a)      Complejidad del asunto: La complejidad de la prueba, la pluralidad de sujetos procesales, el tiempo transcurrido, las características y contexto del recurso.
b)     Actividad Procesal del interesado: Acciones u omisiones del interesado.
c)  Conducta de la Autoridad: Las Acciones u omisiones realizadas en el procedimiento. Así como si la autoridad actuó con la debida diligencia.
d) La afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso: Violación a sus derechos humanos.

 De modo que, cuando se trate de un asunto excepcional, por alguna o todas las características mencionadas o bien, cuando el ingreso de asuntos al órgano jurisdiccional o cuasi jurisdiccional respectivo supere notoriamente al que podría considerarse normal, debe concluirse que es una excluyente de responsabilidad en relación con la actuación del funcionario, como ha acontecido en el caso que nos ocupa.
 
Argumento que encuentra sustento en la jurisprudencia P./J. 32/92 emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro “TÉRMINOS PROCESALES. PARA DETERMINAR SI UN FUNCIONARIO JUDICIAL ACTUÓ INDEBIDAMENTE POR NO RESPETARLOS SE DEBE ATENDER AL PRESUPUESTO QUE CONSIDERÓ EL LEGISLADOR AL FIJARLOS Y LAS CARACTERÍSTICAS DEL CASO.”, visible en la Gaceta del Seminario Judicial de la Federación con el registro digital 205635.
 
Razones por las cuales cabe concluir que, la resolución al recurso de revisión se solventa hasta esta fecha, debido a que existe una excesiva carga de trabajo en desproporción a la capacidad de los recursos materiales y humanos con que cuenta este Instituto para atender la enorme demanda de usuarios que acuden para que se les garantice su Derecho de acceso a la información Pública y Protección de Datos Personales, aunado a la complejidad de los hechos a los que se refieren, así como al volumen del expediente, la extensión de los escritos y pruebas aportadas y desahogadas por las partes; lo que impide la tramitación de los recursos dentro de los términos legales previamente establecidos por la Ley, por tratarse de causas de fuerza mayor.

Al respecto, también son de considerar los criterios sostenidos por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyos rubros y datos de identificación son los siguientes:
 
 “PLAZO RAZONABLE PARA RESOLVER. DIMENSIÓN Y EFECTOS DE ESTE CONCEPTO CUANDO SE ADUCE EXCESIVA CARGA DE TRABAJO.” consultable en el Seminario Judicial de la Federación y su gaceta, con el registro digital 2002351.
 
“PLAZO RAZONABLE PARA RESOLVER. CONCEPTO Y ELEMENTOS QUE LO INTEGRAN A LA LUZ DEL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS.”, visible en el Seminario Judicial de la Federación y su gaceta, con el registro digital 2002350.

Por ello, este organismo garante comprometido con la tutela de los derechos humanos confiados, señala que este exceso del plazo legal para resolver el presente asunto, resulta de carácter excepcional.

C O N S I D E R A N D O 

PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en el artículo 5o párrafos trigésimo tercero, trigésimo noveno, cuadragésimo y cuadragésimo primero, fracción VIII de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; ordinal 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

SEGUNDO. De los alcances del Recurso de Revisión. 
Anterior a todo debe destacarse que el recurso de revisión tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente y será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.

Ya que no fue interpuesto de forma extemporánea, no se está tramitando ante el Poder Judicial Federal, no es una consulta, o trámite en específico, ni tampoco se advierte que el recurrente amplíe su solicitud en el recurso de revisión, por lo que al no existir causas de improcedencia invocadas por las partes ni advertidas de oficio, este Órgano Garante de la Transparencia se avoca al análisis del fondo del asunto que nos ocupa.

Resulta procedente la interposición del recurso de revisión, ya que se actualiza la causal de procedencia señalada en el artículo 179, fracción IV, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

Así las cosas, al no existir causas de improcedencia invocadas por las partes ni advertidas de oficio por este Resolutor, se procede al análisis del fondo de los asuntos en los siguientes términos.

TERCERO. De las causas de improcedencia.
El estudio de las causas de improcedencia que se hagan valer por las partes o que se advierta de oficio por este Resolutor debe ser objeto de análisis previo al estudio de fondo del asunto, ya que el estudio de los presupuestos procesales sobre el inicio o trámite de un proceso genera eficacia jurídica de las resoluciones, más aún que se trata de una figura procesal adoptada en la ley de la materia la cual impide su estudio y resolución cuando una vez admitido el recurso de revisión se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseer el recurso de revisión sin estudiar el fondo del asunto; las circunstancias anteriores que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines[footnoteRef:1]. [1:  IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.
Del examen de compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías.] 


Así las cosas, del análisis del expediente electrónico no se actualiza ninguna causa de improcedencia de las referidas en el artículo 191, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, ni mucho menos se hizo valer causa de improcedencia alguna por las partes, que resulte dable abordar, encontrándose actualizados todos los presupuestos procesales para atender el fondo del asunto, en los términos del considerando posterior.



CUARTO. Estudio y resolución del asunto.
Ahora bien, se procede al análisis de los presentes recursos, así como al contenido íntegro de las actuaciones que obran en los expedientes electrónicos, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y apegándose en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Federal, Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el párrafo tercero del artículo 1 de la Constitución Federal y el diverso 8, de la Ley de Transparencia local.

En este sentido nuestro estudio versará en determinar si la información remitida mediante respuesta colma el derecho de acceso a la información solicitado por la parte Recurrente, para ello analizaremos lo solicitado y la información proporcionada.

REQUERIMIENTOS SOLICITADOS:
1. Copia simple digitalizada a través del sistema electrónico SAIMEX de los comprobantes de pago correspondientes a los Proyectos de Prestación de Servicios (PPS) realizados del 1 de enero de 2024 al 30 de junio de 2025.

En vista de lo anterior, el Sujeto Obligado emitió su respuesta, mediante los siguientes documentos:

Mediante el oficio número 20704002040000L/214/2025, la Servidora Pública Habilitada de la Contaduría General Gubernamental, informó que, respecto del periodo comprendido del 01 de enero al 31 de diciembre de 2024, la unidad administrativa de la Dirección de Contabilidad del Sector Central, encargada de custodiara la información, se encuentra impedida material y jurídicamente para proporcionar la información requerida, ya que, de ser divulgada puede vulnerar el ejercicio de atribuciones relacionadas con las actividades de verificación, inspección y auditoría relativas del cumplimiento de leyes establecidas, así como obstruir los trabajos de fiscalización plenamente a diversas auditorías, inspecciones o acompañamientos de los distintos Entes Fiscalizadores, tanto Federales como Estatales; por lo que, advierte que en el caso en estudio se configura una RESERVA legal de la información relacionada al registro y control de las operaciones financiera, contables y presupuestales, la cual, está sujeta a un proceso de verificación cumplimiento de leyes, de conformidad con el artículo 140, fracciones V, numeral 1 y X, de la Ley en la materia.

De igual forma, los pagos consistentes en 52,661 pagos, generan cada uno, un expediente donde obra la documental compuesta por los documentos ordenados y relacionados con el mismo acto contable; por lo que, los expedientes donde obra cada uno de los pagos, motivo de la presente solicitud, son generados por el Sujeto Obligado a través de sus unidades administrativas, como lo son, la Unidad Ejecutora del Gasto, la Contaduría General Gubernamental y la Caja General de Gobierno, las cuales, están obligadas a conservar la documentación mediante los principios establecidos en el artículo 5 fracciones II y III de la Ley General de Archivos; así que, atendiendo los principios establecidos, la conservación del expediente donde obra cada uno de los 52,661 pagos requeridos en la solicitud, contienen los siguientes documentos:

1. Oficio de solicitud de pagos diversos, signado por la unidad ejecutora del gasto.
2. Comprobante de pago (factura, recibo, estimación, comprobante diversos).
3. Contra recibo emitido por Caja General de Gobierno por cada uno de los conceptos de pago.
4. Transferencia bancaria o SPEI (Sistema de Pago Electrónico Interbancario), efectuado por Caja General de Gobierno con la institución crediticia.

Por lo que, tomando en cuenta los cuatro documentos que como mínimo integran cada expediente, se tiene un universo de información, aproximado de 210,664 documentos, sin considerar que pudiera exceder por el número de conceptos de pago derivados de una adquisición de un bien o de un servicio, el cual solo puede ser determinado, según la necesidad de cada Unidad Administrativa; por lo que, solicitó someter a consideración del Comité de Transparencia, la clasificación como información RESERVADA de la documental compuesta por los expedientes anteriormente descritos, por un periodo de 12 meses, toda vez que, el registro contable se lleva con base acumulativa para reflejar de manera consolidada la situación financiera del Sujeto Obligado; la cual, se encuentra en proceso de diversos actos de fiscalización, hasta en tanto no se emitan los informes de resultados por parte de los Entes Fiscalizadores.

Ahora bien, referente a la información del periodo comprendido del 01 de enero al 30 de junio del ejercicio fiscal 2025, informó que, la documentación correspondiente a los Proyectos de Prestación de Servicios (PPS), sobrepasan la cantidad de 15,350 (quince mil trescientos cincuenta) pagos, en tal sentido, refiere que la plataforma del SAIMEX tiene el soporte tecnológico de adjuntar archivos con un peso aproximado de 500 Mb, lo que equivale a ocho mil fojas. 

Por lo que, tomando en consideración los cuatro documentos que como mínimo integran cada expediente, se tiene un universo de información aproximado de 61,400 (sesenta y un mil cuatrocientos) documentos. Así que, sometió a consideración del Comité de Transparencia, el cambio de modalidad de entrega de la información a Consulta Directa, poniendo a disposición del solicitante la documentación en las instalaciones de la Contaduría General Gubernamental, sito en Calle Federico Hardy, número 104, segundo piso, Colonia Santa Bárbara, Toluca, Estado de México, en un horario de 09:00 a 1800 horas, previa cita concertada con el C. Ernesto Neira Aguilar, persona servidora pública, Subdirector de Contabilidad del Sector Central.

Adicionalmente, el Sujeto Obligado remitió el oficio número INFOEM/DGI/668/2025, mediante el cual, el Director General de Informática del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, comunicó al Jefe de la Unidad de Información, Planeación, Programación y Evaluación y Titular de la Unidad de Transparencia de la Secretaría de Finanzas, que dicha incidencia técnica había quedado registrada en la bitácora de incidencias, toda vez que trata de subir 61,400 fojas lo cual sobrepasa las capacidades técnicas del sistema SAIMEX. 

Haciéndole saber que, el cúmulo de fojas referido en el párrafo anterior, así como lo expresado en su solicitud para el cambio de modalidad, considerando los supuestos de su justificación con base en el artículo 164 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, es responsabilidad del Sujeto Obligado. 

Por otro lado, para el escaneo de fojas le recomendamos utilizar una resolución alta de 150 Dpi's, en escala de grises y formato "PDF"; extraído directamente del escáner. De acuerdo con la recomendación, el volumen de información referido puede llegar a un peso de 3,837.5MB aproximadamente, lo cual aun así supera las capacidades técnicas del sistema SAIMEX.

Asimismo, remitió las Actas del Comité de Transparencia en las cuales, mediante los Acuerdos CT-2025-149 y CT-2025-150, clasificó la información como RESERVADA de los Comprobantes de pago correspondientes a los proyectos de prestación de servicios, realizados del primero de enero al treinta y uno de diciembre de dos mil veinticuatro; y como información CONFIDENCIAL, los datos personales consistentes en: firmas, números de cuentas bancarias de las personas físicas y/o morales y Códigos QR, contenidos en la documentación correspondiente del uno de enero al treinta de junio de dos mil veinticinco, respectivamente.

Finalmente, los Servidores Públicos Habilitados de la Dirección General de Crédito, de la Dirección General de Tesorería y de la Delegación Administrativa de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de México, informaron que, dentro de sus archivos, no contaban con la información solicitada por el particular. 

Es de destacar que, al haber un pronunciamiento por parte del Sujeto Obligado, dentro de sus atribuciones, este Órgano Garante, no está facultado para manifestarse sobre la veracidad de lo afirmado por parte del Sujeto Obligado pues no existe precepto legal alguno en la Ley de la materia que lo faculte para ello. 

Por lo que, inconforme con la respuesta emitida por parte del Sujeto Obligado, el Recurrente interpuso el presente recurso de revisión, señalando como sus razones o motivos de la inconformidad, lo siguiente: “El comité de transparencia del sujeto obligado realiza una clasificación indebida de la información solicitada correspondiente al año 2024 al tratarse de documentación pública, considerando que todo documento que compruebe la aplicación de recursos públicos es de carácter público. En otra parte de su respuesta referente al año 2025, el sujeto obligado pone como argumento un volumen de fojas inverosímil para justificar su negativa a entregar la información solicitada de manera puntual y precisa. Es decir, el sujeto obligado habla de una cantidad de documentos que NO fueron solicitados pues esta solicitud es clara y puntual sobre el tipo de documento requerido. Es falso que el sujeto obligado haya realizado quince mil trescientos cincuenta pagos relativos a Proyectos de Prestación de Servicios (PPS) EN 2025, en realidad esa cifra corresponde al universo total de los pagos realizados por el sujeto obligado y utiliza el dato de manera dolosa para justificar su negativa a entregar la información solicitada al tratar de imponer un cambio en la modalidad de entrega por consulta in situ, condicionando dicha modalidad al pago de 61, 400 copias certificadas que no corresponden a la información solicitada. Las mismas cifras han sido utilizadas por el sujeto obligado en diferentes solicitudes de información, por lo que es evidente que los datos no corresponden a la información solicitada de manera puntual sino a un volumen de documentos que no tienen relación con la petición presentada. POR LO ANTERIOR, solicito se revoque la clasificación de la información correspondiente a 2024, así como el cambio en la modalidad de entrega referente al año 2025 y se ordene la entrega de la información que con toda puntualidad y claridad se solicitó." [Sic]. 

Por lo que, en la etapa de manifestaciones, el Sujeto Obligado a través de los archivos electrónicos denominados “RR 09520-2025 INFORME JUSTIFICADO.pdf”, “RR 9520-2025 CGG.pdf” y “RR 9520-2025 SUBSE TESO.pdf”; informó lo siguiente:

La Servidora Pública Habilitada de la Contaduría General Gubernamental, ratificó su respuesta primigenia, indicando que acredita la actualización del supuesto de clasificación de la información como RESERVADA, de la información correspondiente al ejercicio fiscal 2024, con cada uno de los fundamentos y motivos que llevaron a su clasificación; así como, de la Consulta Directa de la información correspondiente al ejercicio fiscal 2025.

Asimismo, remitió el oficio número 207040020100005/730/2025, firmado por el Jefe de la Unidad de Atención a Requerimientos de Auditoría, en el que, envío la relación de las órdenes de auditoría efectuadas por la Auditoría Superior de la Federación, el Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México y la Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno, así como, inspecciones realizadas por la Secretaría de la Contraloría y acompañamientos del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Finanzas. 

Adicionalmente, el Jefe de la Unidad de Información, Planeación, Programación y Evaluación y Titular de la Unidad de Transparencia, ratificó lo referido por los integrantes del Comité de Transparencia del Sujeto Obligado, en el que, emitieron en fecha siete de agosto de dos mil veinticinco, la resolución número CT-2025-149, en la que con fundamento en lo establecido en el artículo 125 de la Ley de Transparencia, se clasifica como información RESERVADA por el periodo de 12 meses, o hasta que queden firmes los comprobantes de pago correspondientes a los Proyectos de Prestación de Servicios (PPS) realizados del primero de enero al treinta y uno de diciembre de dos mil veinticuatro fiscalizados en las auditorías, inspecciones o acompañamientos números 850, 847, 844, 849, 845, 846, 848, 854, 842, 855, 852, 843, 856, 851, 857, 853, A PROCESO-001-014-2025, A PROCESO-006-061-2025, ACF-139, CF-138, 235-0113-2025, 126-0102-2025, 126-0100-2024, 126-0121-2025, 126-0174-2025, 126-0179-2025, 126-0204-2025, 126-0215-2025, 126-0236-2025, 126-0251-2025, 126-0260-2025, 126-0318-2025, 126-0336-2025, 126-0358-2025, 126-0364-2025, 126-0367-2025, 126-0395-2025, 126-0457-2025, 126-0558-2025 y 126-0557-2025, documentación requerida en la solicitud de información pública número 00558/SF/IP/2025.

Lo anterior, toda vez que la documentación requerida por el Recurrente forma parte parcial o total de la información que está siendo fiscalizada por distintos Entes Fiscalizadores, en cuarenta auditorías, inspecciones o acompañamientos del ejercicio fiscal 2024, que se encuentran en proceso, por lo que la entrega de la información ocasionaría un riesgo inminente al interés jurídico tutelado por la causal reserva invocada, ya que se pondría directamente en riesgo con la entrega de la información que forma parte de las auditorías, la etapa de ejecución y seguimiento del procedimiento de fiscalización, pues al dar a conocer de forma anticipada la información pudiera emitirse un juicio que no correspondería estrictamente con el propósito de las auditorías, inspecciones o acompañamientos al no encontrarse reunida totalmente la información, lo que evitaría que el auditor vigile el estricto cumplimiento y apego de las disposiciones jurídico-administrativas del área auditada.

No obstante, en relación al cambio de modalidad a CONSULTA DIRECTA, correspondiente a la información del ejercicio fiscal 2025, puso a disposición el ahora Recurrente la información requerida, de ser procedente en versión pública, en todas las modalidades posibles, de manera enunciativa, más no limitativa disco compacto, dispositivos de almacenamiento (CD-ROM, USB, Disco duro extraíble, etcétera), consulta directa, copias simples o certificadas, con posibilidad de entrega en las instalaciones de la Contaduría General Gubernamental o a domicilio por correo certificado; previo pago de los derechos correspondientes, o sin costo, para el caso de que la persona solicitante proporcione disco compacto o los medios magnéticos, como establece el último párrafo del artículo 148 del Código Financiero del Estado de México, citado con antelación.

Por lo anterior, hizo del conocimiento del Recurrente que, en caso de optar por la CONSULTA DIRECTA de la información, la misma se realizará en parcialidades, en las instalaciones de la Contaduría General Gubernamental, sito en calle Federico Hardy, número 104, segundo piso, Colonia Santa Bárbara, Toluca, Estado de México, en un horario de 09:00 a 18:00 horas, previa cita concertada al teléfono 01 (722) 280 65 88 Ext. 174; en un volumen de 500 fojas por visita, y será atendida por Ernesto Neira Aguilar, además, en caso de requerir copias simples o certificadas de la documentación, se pondrá a su disposición a partir de la fecha en la que la persona recurrente hubiere realizado el pago respectivo, el cual deberá efectuarse en un plazo no mayor de treinta días hábiles. Cabe señalar que la documentación estará disponible durante un plazo mínimo de sesenta días hábiles, contando a partir de que el solicitante hubiere realizado, en su caso, el pago respectivo de conformidad con el párrafo segundo del artículo 166, de la Ley de Trasparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

Por cuanto hace a las copias simples o certificadas y la posibilidad de entrega a domicilio por correo certificado previo pago de los derechos correspondientes, se hace del conocimiento de la persona Recurrente el proceso para obtener el "FORMATO UNIVERSAL DE PAGO (FUP)", que se encuentra disponible en el siguiente enlace electrónico: https://sfpya.edomexico.gob.mx/recaudacion/, a través del navegador Chrome; y para cuya obtención, deberá dar clic en el menú denominado "Pago de Derechos", seleccionar la opción "Acceso a la Información", requisitar el formulario desplegable, seleccionar las opciones "Secretaría de Finanzas", en el catálogo de "Sujeto Obligado", "Copias e información", en el catálogo "Tipo", y "Por la expedición de copia simple/certificada (según corresponda). Ir a hoja" en el catálogo "Concepto". 

En el campo "Cantidad", deberá ingresar el número 1, y dar clic en la opción "Agregar", para elegir la opción "Por la expedición copia simple/certificada (según corresponda) por cada hoja subsecuente", indicando en el campo de "Cantidad", el número que corresponda, relativo al número de fojas restantes. Correspondientes a 61,400 fojas, y dando clic en la opción "Agregar” nuevamente, a fin de que se refleje el total a pagar.

Hecho lo anterior, elegir la opción "Siguiente", a fin de que se despliegue el "Formulario de Pago Estatal", desde donde deberá imprimir el FUP, eligiendo la opción "Pago en ventanilla”, y realizar el pago correspondiente en las instituciones bancarias O establecimientos señalados en el propio formato, o bien, en línea.

Finalmente, los Servidores Públicos Habilitados de la Dirección General de Crédito, de la Dirección General de Tesorería y de la Delegación Administrativa de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de México, ratificaron sus respuestas primigenias. 

Ante ello, es de señalar que el artículo 4, párrafo segundo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, dispone:

“Artículo 4. … 
 Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, en los términos y condiciones que se establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General, la presente Ley y demás disposiciones de la materia, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información. Solo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por esta Ley.”

Del precepto legal invocado, se desprende, que la información generada, obtenida, adquirida, transmitida, administrada o en posesión de los Sujetos Obligados, será accesible de manera permanente a cualquier persona, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información.

Al respecto, cabe traer a cuenta lo previsto por el artículo 12, párrafo segundo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios que la letra establece lo siguiente:


Artículo 12. … 
Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.
Además, y de conformidad con lo ya establecido anteriormente en el artículo 12, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, anteriormente invocado el Sujeto Obligado sólo proporcionará la información que obra en sus archivos, lo que a contrario sensu significa que no se está obligado a proporcionar lo que no obre en sus archivos.

Así también, se dispone que toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los Sujetos Obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, y que éstos sólo proporcionarán la información que generen en ejercicio de sus atribuciones, por lo que la obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante, por lo que los Sujetos Obligados no están constreñidos a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.

En este contexto, el Sujeto Obligado no está obligado a generar documento ad hoc para para satisfacer el derecho de acceso, situación que no está permitida dentro de la materia de acceso a la información. Como apoyo a lo anterior, es aplicable el Criterio 03-17, emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, que dice: 


“No existe obligación de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de acceso a la información. Los artículos 129 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 130, párrafo cuarto, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, señalan que los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar, de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre. Por lo anterior, los sujetos obligados deben garantizar el derecho de acceso a la información del particular, proporcionando la información con la que cuentan en el formato en que la misma obre en sus archivos; sin necesidad de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de información.


Resoluciones: 
 RRA 0050/16. Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación. 13 julio de 2016. Por unanimidad. Comisionado Ponente: Francisco Javier Acuña Llamas.
 RRA 0310/16. Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales. 10 de agosto de 2016. Por unanimidad. Comisionada Ponente. Areli Cano Guadiana. 
 RRA 1889/16. Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 05 de octubre de 2016. Por unanimidad. Comisionada Ponente. Ximena Puente de la Mora.”

Bajo estas líneas argumentativas, al retomar y delimitar los requerimientos del ahora Recurrente, de manera objetiva se precisa que se queja de la siguiente información:

PUNTOS RECURRIDOS: 
· El comité de transparencia del sujeto obligado realiza una clasificación indebida de la información solicitada correspondiente al año 2024 al tratarse de documentación pública, considerando que todo documento que compruebe la aplicación de recursos públicos es de carácter público. 

· En otra parte de su respuesta referente al año 2025, el sujeto obligado pone como argumento un volumen de fojas inverosímil para justificar su negativa a entregar la información solicitada de manera puntual y precisa. Es decir, el sujeto obligado habla de una cantidad de documentos que NO fueron solicitados pues esta solicitud es clara y puntual sobre el tipo de documento requerido. Es falso que el sujeto obligado haya realizado quince mil trescientos cincuenta pagos relativos a Proyectos de Prestación de Servicios (PPS) en 2025, en realidad esa cifra corresponde al universo total de los pagos realizados por el sujeto obligado y utiliza el dato de manera dolosa para justificar su negativa a entregar la información solicitada al tratar de imponer un cambio en la modalidad de entrega por consulta in situ, condicionando dicha modalidad al pago de 61, 400 copias certificadas que no corresponden a la información solicitada. Las mismas cifras han sido utilizadas por el sujeto obligado en diferentes solicitudes de información, por lo que es evidente que los datos no corresponden a la información solicitada de manera puntual sino a un volumen de documentos que no tienen relación con la petición presentada. 

Visto lo anterior, partiremos del segundo punto de la queja, consistente en: “…referente al año 2025, el sujeto obligado pone como argumento un volumen de fojas inverosímil para justificar su negativa a entregar la información solicitada de manera puntual y precisa. Es decir, el sujeto obligado habla de una cantidad de documentos que NO fueron solicitados pues esta solicitud es clara y puntual sobre el tipo de documento requerido. Es falso que el sujeto obligado haya realizado quince mil trescientos cincuenta pagos relativos a Proyectos de Prestación de Servicios (PPS) en 2025, en realidad esa cifra corresponde al universo total de los pagos realizados por el sujeto obligado y utiliza el dato de manera dolosa para justificar su negativa a entregar la información solicitada al tratar de imponer un cambio en la modalidad de entrega por consulta in situ, condicionando dicha modalidad al pago de 61, 400 copias certificadas que no corresponden a la información solicitada. Las mismas cifras han sido utilizadas por el sujeto obligado en diferentes solicitudes de información, por lo que es evidente que los datos no corresponden a la información solicitada de manera puntual sino a un volumen de documentos que no tienen relación con la petición presentada.” (Sic)
Por lo que, es necesario enfatizar que, el Sujeto Obligado, informó que, referente a la información del periodo comprendido del 01 de enero al 30 de junio del ejercicio fiscal 2025, la documentación correspondiente a los Proyectos de Prestación de Servicios (PPS), sobrepasa la cantidad de 15,350 (quince mil trescientos cincuenta) pagos, en tal sentido, refiere que la plataforma del SAIMEX tiene el soporte tecnológico de adjuntar archivos con un peso aproximado de 500 Mb, lo que equivale a ocho mil fojas. 

Finalmente, informó un procedimiento en línea para acceder previo pago de derechos (copias simples) o bien, en formato digital en CD o USB, con costo, para acceder a la información solicitada.

Así que, es de precisar que, aunque la solicitud de información y la respuesta estén dirigidas y atendidas por un Sujeto Obligado, lo cierto es que también tienen diversas Unidades Administrativas y cada área cuenta con un Servidor Público Habilitado, que es la persona encargada de apoyar, gestionar y entregar la información o datos personales que se ubiquen en la misma, a sus respectivas unidades de transparencia; respecto de las solicitudes presentadas y aportar en primera instancia el fundamento y motivación de la clasificación de la información al Titular de la Unidad de Transparencia de los Sujetos Obligados, lo anterior de conformidad con los artículos 3 fracción XXXIX, 58 y 59, de la Ley en la materia.

En otras palabras, cumplió con lo que para tal efecto dispone el artículo 162, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, que índica:


“Artículo 162. Las unidades de transparencia deberán garantizar que las solicitudes se turnen a todas las Áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones, con el objeto de que realicen una búsqueda exhaustiva y razonable de la información solicitada.”

Hasta lo aquí expuesto, se advierte que dicho motivo de inconformidad, actualiza la hipótesis prevista en el artículo 191, fracción V, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios en vigor, que a la letra dice:

“Artículo 191. El recurso será desechado por improcedente cuando:
(…)
V. Se impugne la veracidad de la información proporcionada;
(…)

En conclusión, la ley de la materia establece en la fracción IV, del artículo 192, de la Ley de Transparencia vigente en la entidad, que a la letra establecen:

“Artículo 192. El recurso será sobreseído, en todo o en parte, cuando una vez admitido, se actualicen alguno de los siguientes supuestos:

I. El recurrente se desista expresamente del recurso; 
II. El recurrente fallezca o, tratándose de personas jurídicas colectivas, se disuelva; 
III. El sujeto obligado responsable del acto lo modifique o revoque de tal manera que el recurso de revisión quede sin materia; 
IV. Admitido el recurso de revisión, aparezca alguna causal de improcedencia en los términos de la presente Ley; y 
V. Cuando por cualquier motivo quede sin materia el recurso.”

Por lo que, se sobresee parcialmente la presente resolución, esto es que, se determina que, lo referente al cambio de modalidad a CONSULTA DIRECTA, correspondiente a la información del ejercicio fiscal 2025, quede sin materia.

Ahora bien, respecto del punto de la inconformidad por la clasificación de la información como RESERVADA, respecto del periodo comprendido del 01 de enero al 31 de diciembre de 2024.

Ahora bien, sobre la naturaleza de la información solicitada, es necesario referir que los artículos 342, 343, 344 y 345, del Código Financiero del Estado de México y Municipios, disponen el sistema y las políticas que deben seguirse para llevar el registro contable y presupuestal de las operaciones financieras, en los siguientes términos:

“Artículo 342.- El registro contable del efecto patrimonial y presupuestal de las operaciones financieras, se realizará conforme al sistema y a las disposiciones que se aprueben en materia de planeación, programación, presupuestación, evaluación y contabilidad gubernamental.

En el caso de los municipios, el registro a que se refiere el párrafo anterior, se realizará conforme al sistema y a las disposiciones en materia de planeación, programación, presupuestación, evaluación y contabilidad gubernamental, que se aprueben en el marco del Sistema de Coordinación Hacendaria del Estado de México.

Artículo 343.- El sistema de contabilidad debe diseñarse sobre base acumulativa total y operarse en forma que facilite la fiscalización de los activos, pasivos, ingresos, egresos y, en general, que posibilite medir la eficacia del gasto público, y contener las medidas de control interno que permitan verificar el registro de la totalidad de las operaciones financieras.
El sistema de contabilidad sobre base acumulativa total, se sustentará en las normas emitidas por el Consejo Nacional de Armonización Contable.

Artículo 344.- Los Entes Públicos, a través de cualquiera de sus unidades administrativas, de acuerdo con su naturaleza jurídica y según corresponda, registrarán contablemente el efecto patrimonial y presupuestal de las operaciones financieras que realicen, en el momento en que ocurran, con base en el sistema y políticas de registro establecidas, en el caso de los Municipios, se hará por la Tesorería.

Todo registro contable y presupuestal deberá estar soportado con los documentos comprobatorios originales o en medios electrónicos, los que deberán permanecer en custodia y conservación de los Entes Públicos a través de las unidades administrativas que ejercieron el gasto y a disposición de los Órganos de Fiscalización locales y federales, según corresponda, así como de los órganos internos de control, por un término de cinco años, contados a partir del ejercicio presupuestal siguiente al que corresponda, en el caso de los Municipios, dicha obligación corresponderá a la Tesorería.

Tratándose de documentos de carácter histórico, se estará a lo dispuesto por la legislación de la materia.
(…)
Artículo 345.- Las Dependencias y sus unidades administrativas; deberán conservar la documentación contable del año en curso y la de ejercicios anteriores, cuyas cuentas públicas hayan sido revisadas y fiscalizadas y la remitirán al Archivo Contable Gubernamental en un plazo que no excederá de seis meses. Tratándose de los comprobantes fiscales digitales, estos deberán estar agregados en forma electrónica a cada póliza de registro contable.

Los Poderes Legislativo y Judicial, los Organismos Autónomos y las Entidades Públicas, de acuerdo con su naturaleza jurídica y según corresponda, deberán conservar la documentación contable del año en curso y la de ejercicios anteriores, cuyas cuentas públicas hayan sido revisadas y fiscalizadas, en sus propios Archivos Contables. Tratándose de los comprobantes fiscales digitales, estos deberán estar agregados en forma electrónica a cada póliza de registro contable.

El plazo señalado en este artículo empezará a contar a partir de la publicación en el Periódico Oficial, del decreto correspondiente.”

De una interpretación sistemática de los artículos transcritos, se desprende primeramente que el registro contable del efecto patrimonial y presupuestal de las operaciones financieras se realizará conforme al sistema y a las disposiciones que se aprueben en materia de planeación, programación, presupuestación, evaluación y contabilidad gubernamental.

Al respecto, si bien es cierto que el Código Financiero del Estado de México y Municipios establece la obligación de los Municipios para llevar los registros contables y presupuestales; también lo es que, dicho ordenamiento jurídico no establece que debemos entender por registro contable y presupuestal; sin embargo, el “Glosario de Términos para el Proceso de Planeación, Programación, Presupuestación y Evaluación en la Administración Pública”[footnoteRef:2], elaborado por el Grupo de Trabajo de Sistemas de Información Financiera, Contable y Presupuestal de la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales del Instituto para el Desarrollo Técnico de las Haciendas Públicas, INDETEC, señalan las siguientes definiciones de las palabras registro contable y registro presupuestario: [2:  Consultable en: 
https://www.indetec.gob.mx/delivery?srv=0&sl=3&path=/biblioteca/Especiales/386_Glosario_Terminos_Proceso_Planeacion.pdf ] 


“REGISTRO CONTABLE
Asiento que se realiza en los libros de contabilidad de las actividades relacionadas con el ingreso y egresos de un ente económico.”

“REGISTRO PRESUPUESTARIO
Asiento contable de las erogaciones realizadas por las dependencias y entidades con relación a la asignación, modificación y ejercicio de los recursos presupuestarios que se les hayan autorizado.”

Como bien se desprende de las definiciones, los registros contables y presupuestarios son asientos o anotaciones contables que se realizan tanto de los ingresos como de los egresos, a decir se trata de un control financiero en el que se reconoce la obligación del Tesorero de llevar dicho registro.

Por otra parte, se establece que el sistema de contabilidad sobre base acumulativa total se sustentará en los principios de contabilidad gubernamental. Igualmente, los preceptos legales citados señalan que los Sujetos Obligados deben contar con una unidad administrativa que registra contablemente el efecto patrimonial y presupuestal de las operaciones financieras que realizan, en el momento en que ocurran, con base en el sistema y políticas de registro establecidas.
Correlativo a lo anterior, es preciso referir una definición de póliza contable, la cual, primeramente, no está definida en el Código Financiero del Estado de México y Municipios; no obstante, el ya mencionado Glosario la define como:

“PÓLIZA CONTABLE
Documento en el cual se asientan en forma individual todas y cada una de las operaciones desarrolladas por una institución, así como la información necesaria para la identificación de dichas operaciones.” 

Así, se advierte que la póliza contable constituye un registro contable y presupuestal con el que cuentan los Municipios para el registro de operaciones relacionadas con ingresos y egresos y se anexan los documentos o comprobantes que justifiquen las anotaciones y cantidades en ellas registradas, lo que permite la identificación plena de dichas operaciones.

En este sentido, existen diversos tipos de pólizas contables de acuerdo a las operaciones realizadas, dentro de las cuales, encontramos las pólizas de egresos e ingresos, las primeras son aquellas en las cuales se anotan diariamente las operaciones que representan gastos, es decir, salidas de dinero para el Sujeto Obligado, las que además, deben encontrarse acompañadas de las documentales que sirven de soporte de dicho movimiento, en atención a las segundas, registran todas la entradas de dinero independientemente de la modalidad, ya sea en efectivo, transferencia, cheque o pagaré, mediante la expedición de facturas.

Atento a lo anterior, como ya ha sido mencionado en la normatividad antes citada, todo registro contable y presupuestal deberá estar soportado con los documentos comprobatorios originales, como lo son las facturas o comprobantes fiscales digitales por internet, mismos que deberán permanecer en custodia y conservación de la Unidad Administrativa correspondiente y a disposición del Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México; por un término de cinco años contados a partir del ejercicio presupuestal siguiente al que corresponda, tal y como se establece en el Código Financiero del Estado de México. 

Asimismo, la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios,  en la que, refiere lo siguiente: 

“Artículo 4.- El Consejo Nacional de Armonización Contable, en los términos de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, emitirá las normas contables necesarias para asegurar su congruencia con la presente Ley, incluyendo los criterios a seguir para la elaboración y presentación homogénea de la información financiera referida en la misma.”

Al respecto, el artículo 4°, fracciones XII y XVIII de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, establece que es obligación de los Ayuntamientos presentar mediante reportes, informes, estados y notas la información financiera referente a la información presupuestaria y contable expresada en unidades monetarias, sobre las transacciones que realiza y los eventos económicos identificables y cuantificables que lo afectan, expresando su situación financiera, los resultados de su operación y los cambios en su patrimonio. 

Es necesario traer a colación el artículo 4 fracción XVIII, de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, que indica:

“Artículo 4.- Para efectos de esta Ley se entenderá por:
…
XVIII. Información financiera: la información presupuestaria y contable expresada en unidades monetarias, sobre las transacciones que realiza un ente público y los eventos económicos identificables y cuantificables que lo afectan, la cual puede representarse por reportes, informes, estados y notas que expresan su situación financiera, los resultados de su operación y los cambios en su patrimonio…” 

Luego entonces, podemos decir que la información financiera es el reporte anual que debe realizar el Sujeto Obligado, de todas sus operaciones, transacciones, ingresos, egresos, etcétera, al Órgano de Superior de Fiscalización del Estado de México, para su verificación, lo anterior en términos de lo señalado por el artículo 8 fracción XIV de la Ley de Fiscalización del Estado de México, que indica lo siguiente:

“Artículo 8.- El Órgano Superior tendrá las siguientes atribuciones:
…
XIV. Verificar que las cuentas públicas, los informes trimestrales y la información económica, financiera y, en su caso, la deuda pública, se hayan presentado de conformidad con lo dispuesto en la Ley General de Contabilidad Gubernamental, la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, y demás disposiciones aplicables…”(Sic)

Asimismo, el ordenamiento legal referido con antelación señala en su artículo 8, fracción XI, que el Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México, tiene como una de sus atribuciones el de emitir los Lineamientos Integración del Informe Trimestral de los Sujetos de Fiscalización Municipales para el Ejercicio Fiscal 2024, como así se advierte a continuación:

“Artículo 8. El Órgano Superior tendrá las siguientes atribuciones:
…
XI. Establecer los lineamientos, criterios, procedimientos, métodos y sistemas para las acciones de control y evaluación, necesarios para la fiscalización de las cuentas públicas y los informes trimestrales…” (Sic)

Además, de acuerdo a los formatos establecidos por el Consejo Nacional de Armonización Contable (CONAC), para los Estado Financieros, el cual puede ser consultado en la siguiente página electrónica: https://www.conac.gob.mx/es/CONAC/Normatividad_Vigente, para mayor referencia, se observa que contemplan los siguientes:
[image: ]
[image: ]
Luego entonces en su conjunto, dentro de los Estados Financieros, se contemplan los formatos de Estado de Actividades, Estado de Flujos de Efectivo, Estado Analítico del Ejercicio del Presupuesto de Egresos, Estado Analítico de Ingresos, Estado de Cambios en la Situación Financiera, Balanzas de Comprobación Acumulada y Detallada. 

De los preceptos citados, se colige que los entes fiscalizables deben contar con una unidad administrativa que registra contablemente el efecto patrimonial y presupuestal de las operaciones financieras que realizan y por lo general, se encuentran en las denominadas pólizas contables las cuales son aquellos documentos en los que se asientan en forma individual todas y cada una de las operaciones desarrolladas por una institución, así como la información necesaria para la identificación de estas. 

En lo que corresponde al procedimiento de búsqueda de la información solicitada, es necesario precisar que de las constancias que obran en el expediente se logra vislumbrar que el Sujeto Obligado, turnó la solicitud de información a la unidad administrativa competente, a saber la Contaduría General Gubernamental, por lo que, resulta necesario hacer referencia al procedimiento de búsqueda que deben de seguir los Sujetos Obligados para localizar la información, el cual se encuentra previsto en los artículos 160 y 162 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, mismo que es el siguiente:

· Las Unidades de Transparencia garantizarán que las solicitudes de acceso a la información se turnen a todas las áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla -de acuerdo a las facultades, competencias y funciones-, con el objeto de que dichas áreas realicen una búsqueda exhaustiva y razonable de la información requerida, y;
· Los sujetos obligados otorgaran acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones, en el formato en que la solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes.

Así, conforme a lo establecido en párrafos anteriores, el Sujeto Obligado cumplió con el procedimiento de búsqueda establecido en el artículo 162 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, al gestionar el requerimiento de información al área competente para conocer de lo peticionado, aunado asume contar con la información solicitada, en razón de lo que establece el Manual de Organización de la Secretaría de Finanzas, el cual refiere lo siguiente: 

20704002000000L CONTADURÍA GENERAL GUBERNAMENTAL 
OBJETIVO: Planear, programar, controlar y evaluar el registro del ejercicio de las finanzas públicas estatales, de conformidad con las disposiciones legales, lineamientos, normas, políticas y procedimientos aplicables en la materia. 
FUNCIONES: 
− Establecer el Sistema de Contabilidad Gubernamental y las políticas para el registro contable y presupuestal de las operaciones financieras que realizan las dependencias y organismos auxiliares de la Administración Pública Estatal, así como de los municipios de la entidad. 
− Emitir las políticas y lineamientos generales en materia de control contable a las dependencias y organismos auxiliares de la Administración Pública Estatal, así como a los municipios del Estado de México. 
− Coordinar la recopilación de la documentación comprobatoria, así como el análisis y registro contable y presupuestal de las operaciones financieras no sectorizables y globales de las dependencias y organismos auxiliares. 
− Establecer la forma y los términos que deberán observar las dependencias y organismos auxiliares en la elaboración de sus informes para fines de contabilización. 
− Coordinar el control de la información contable y presupuestal proveniente del registro de las operaciones financieras realizadas por las dependencias y unidades administrativas ejecutoras del gasto, para integrar los estados financieros y presupuestales del sector central del Gobierno del Estado. 
− Programar la formulación de estados de cuenta, para verificar el adecuado y oportuno registro de adeudos a favor y obligaciones a cargo del Gobierno del Estado.
 − Supervisar la realización permanente de conciliaciones bancarias, para verificar la correcta aplicación de los recursos del Gobierno del Estado. 
− Verificar que los informes financieros de la hacienda pública estatal se formulen con la periodicidad requerida. 
− Coordinar la integración de la información financiera, presupuestal y contable de las dependencias y organismos auxiliares, que coadyuve a la formulación de la cuenta de la hacienda pública estatal.
 − Supervisar la formulación de la glosa preventiva de los ingresos y egresos, así como elaborar la cuenta anual de la hacienda pública estatal.
 − Atender, en coordinación con el órgano de fiscalización de la Legislatura Local, los asuntos referentes al contenido y revisión de la cuenta de la hacienda pública estatal. 
− Integrar la estadística básica de la información financiera, presupuestal y contable de la Administración Pública Estatal.
 − Establecer y mantener coordinación permanente con el órgano de fiscalización de la Legislatura Local y con las tesorerías municipales de la entidad. 
− Desarrollar las demás funciones inherentes al área de su competencia.

En ese contexto, resulta necesario analizar el oficio remitido en respuesta por el Sujeto Obligado, mediante la cual se aprobó la reserva de la información, a fin de establecer si se cumplieron cabalmente con las formalidades exigidas por la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, vigente a la fecha de la solicitud; los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas; y la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.
En virtud de lo anterior, resulta oportuno referir que la clasificación es un acto administrativo mediante el cual se restringe el derecho de acceso a la información, mediante el cual los Sujetos Obligados determinan que la información requerida actualiza alguno de los supuestos de confidencialidad o RESERVA, de acuerdo con las bases y los principios inmersos en la normatividad aplicable. 

Para realizar la reserva de la información no basta con exponer alguna de las causales previstas en la Ley de Transparencia local, en sentido contrario dicha valoración debe de realizarse a través de la “prueba de daño” que consiste en exponer los argumentos y razones, basados en elementos objetivos o verificables, a partir de los cuales se derive que la divulgación de información, en particular, puede afectar, poner en riesgo o dañar el interés protegido. 

Para aplicar la prueba de daño, se deberán de precisar las razones objetivas por las que la apertura genera una afectación, acreditando que: 

· La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable del perjuicio significativo al interés público o a la seguridad pública; 
· El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda; y 
· La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio. 

Sobre el primer supuesto consideremos que, según el diccionario del español jurídico, por riesgo podemos entender “la contingencia o proximidad de un daño”,[footnoteRef:3] mientras que el daño es considerado como un “perjuicio o lesión”[footnoteRef:4], mientras que, según el Diccionario de la Lengua Española, lo real es lo “(q)ue tiene existencia objetiva”,[footnoteRef:5] mientras que lo demostrables es, según la misma fuente, aquello que se puede demostrar,[footnoteRef:6]es decir, manifestar, declarar. Probar, sirviéndose de cualquier género de demostración, enseña (mostrar o exponer algo)”.[footnoteRef:7] Mientras que lo identificable es lo que puede ser identificado,[footnoteRef:8] esto es, “(d)ar los datos necesarios para ser reconocido”.[footnoteRef:9] [3:  http://dej.rae.es/#/entry-id/E216930 ]  [4:  http://dej.rae.es/#/entry-id/E87450 ]  [5:  http://dle.rae.es/?id=VGqyuLj|VGtxgAo|VGuc9Wg ]  [6:  http://dle.rae.es/?id=CAjNzMR ]  [7:  http://dle.rae.es/?id=CAqWkEB ]  [8:  http://dle.rae.es/?id=KtnHLLd ]  [9:  http://dle.rae.es/?id=KtpfgjV ] 


Por lo que entonces, el primer supuesto de la prueba de daño consiste en acreditar que la entrega de la información provoca tres aspectos concurrentes: 1) la contingencia o proximidad de un daño, un perjuicio o lesión que tiene existencia objetiva, que se puede manifestar, declarar o probar mediante cualquier género de demostración a partir de proporcionar datos necesarios para reconocer el daño, perjuicio o lesión que provocaría a un interés público o a la seguridad pública.

Identificado ese riesgo, se debe demostrar que el mismo supera el interés público general porque se difunda dicha información. 

Y, por último,  que la limitación es acorde con el principio de proporcionalidad, para ello, se sugiere emplear los tres juicios propuestos por la Corte Constitucional Colombiana[footnoteRef:10], siguiendo el principio de ponderación propuesto por el Tribunal Constitucional Alemán,[footnoteRef:11] el juicio de idoneidad, que la medida adoptada sea la idónea para el ejercicio del derecho; de necesidad, que sea necearía para que el derecho que prevalece se ejerza y el de estricta proporcionalidad esto es, que el derecho que prevalezca sea en la dimensión estrictamente proporcional al derecho que retrocede. [10:  “En las sentencias C-093 de 2001 y C-671 de 2001, se explicó el alcance de este tipo de escrutinio, denominado test integrado de igualdad: "[a] fin de determinar si el trato discriminatorio vulnera el derecho fundamental a la igualdad, la Corte ha elaborado un modelo de análisis que integra el juicio de proporcionalidad y el test de igualdad. Lo que en este modelo se hace, básicamente, es retomar y armonizar los elementos del test o juicio de proporcionalidad europeo con los aportes de la tendencia estadounidense. Así, se emplean las etapas metodológicas del test europeo, que comprende las siguientes fases de análisis: (i) se examina si la medida es o no adecuada, es decir, si constituye o no un medio idóneo para alcanzar un fin constitucionalmente válido; (ii) se analiza si el trato diferente es o no necesario o indispensable; y (iii) se realiza un análisis de proporcionalidad en estricto sentido, para determinar si el trato desigual no sacrifica valores y principios constitucionales que tengan mayor relevancia que los alcanzados con la medida diferencia. De otra parte, se toman los distintos niveles de intensidad en la aplicación de los escrutinios o tests de igualdad. Dichos niveles pueden variar entre (i) estricto, en el cual el trato diferente debe constituir una medida necesaria para alcanzar un objetivo constitucionalmente imperioso; (ii) intermedio, es aquel en el cual el fin debe ser importante constitucionalmente y el medio debe ser altamente conducente para lograr el fin propuesto; y (iii) flexible o de mera razonabilidad, es decir que es suficiente con que la medida sea potencialmente adecuada para alcanzar un propósito que no esté prohibido por el ordenamiento. Lo anterior debe tener aplicación, según el carácter de la disposición legislativa o la medida administrativa atacada". El test integrado fue aplicado en un caso de discriminación por VIH en la sentencia T-376 de 2013.” Citado en Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Gonzales Lluy y otros contra Ecuador. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 01 de septiembre de 2015. Párr. 256.  ]  [11:  Tribunal Constitucional Alemán. Resolución sobre los soldados son asesinos, de 10 de octubre de 1995 (BVerfGE 93, 266). En ALÁEZ CORRAL, Benito y ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Leonardo. Las decisiones básicas del Tribunal Constitucional Federal Alemán en las encrucijadas del cambio de milenio. Ed. Centro de Estudios Políticos y Constitucionales y boletín oficial del Estado, Madrid, 2008. Pp. 1045-1096.] 

Es así como, al configurarse tales requisitos, se otorga certidumbre jurídica y se protege la esfera más íntima del derecho humano constitucional y convencionalmente reconocido. Los acuerdos de reserva deberán de cumplir con los siguientes parámetros de forma y fondo: 

En virtud de lo anterior, se desprende que los Acuerdos de Reserva deberán de cumplir parámetros de forma y fondo, los cuales se abordan a continuación:

	
	Cumplió:
	Contenido

	Número de folio de la solicitud
	Sí
	[image: ]

	Referencia de la información solicitada
	Sí
	

	Fundamento y Motivación Legal
	Sí
	[image: ]

	Conexión entre los fundamentos y motivos que dieron origen a la Reserva de la información
	Sí
	[image: ]
[image: ]

[image: ]

[image: ]


	Prueba de Daño

	Riesgo Real, Demostrable e Identificable
(Modo, Tiempo y Lugar)
	No se demuestra el riesgo con relación a los comprobantes de pago.
	[image: ]
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	Temporalidad de la Reserva de la información
	Sí
	[image: ]

	Autoridades competentes.
	Sí
	[image: ]


Debido a lo anterior, se destaca que la metodología necesaria para clasificar la información como RESERVADA se desprende inicialmente de identificar las causales aplicables y de desentrañar la naturaleza de la información requerida, destacando que fue abordada de manera diligente. 

Bajo este contexto, para concretar los límites conceptuales entre falta e indebida fundamentación y motivación, cobra particular relevancia la corriente que emana del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, a través de la jurisprudencia con número de registro digital 170307 de la Novena Época, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, de febrero de 2008, tesis I.3o.C. J/47 en materia común, en la que establece lo siguiente:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR.
La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
Amparo directo 551/2005. Jorge Luis Almaral Mendívil. 20 de octubre de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo.

Amparo directo 66/2007. Juan Ramón Jaime Alcántara. 15 de febrero de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo.

Amparo directo 364/2007. Guadalupe Rodríguez Daniel. 6 de julio de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretaria: Greta Lozada Amezcua.

Amparo directo 513/2007. Autofinanciamiento México, S.A. de C.V. 4 de octubre de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo.

Amparo directo 562/2007. Arenas y Gravas Xaltepec, S.A. 11 de octubre de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo.” (Sic)
En efecto, con relación a la respuesta primigenia se arriba a la premisa de que el Sujeto Obligado sí cuenta con documentos en donde consta la información solicitada por el particular.

Así de lo anterior, se observa que, en el caso que nos ocupa, el Sujeto Obligado, para restringir el acceso a la información requerida, la fundó con base en artículo 140, fracción V, numeral 1, y X, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, que prevé lo siguiente:

“Artículo 140. El acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando por razones de interés público, ésta sea clasificada como reservada, conforme a los criterios siguientes: 
…
V. Aquella cuya divulgación obstruya o pueda causar un serio perjuicio a:

1. Las actividades de fiscalización, verificación, inspección, comprobación y auditoría sobre el cumplimiento de las Leyes; o
…
X. El daño que pueda producirse con la publicación de la información sea mayor que el interés público de conocer la información de referencia, siempre que esté directamente relacionado con procesos o procedimientos administrativos o judiciales que no hayan quedado firmes;”

De dicho precepto normativo se desprende que podrá clasificarse como información reservada aquella cuya publicación obstruya o cause perjuicio en las actividades de fiscalización, verificación, inspección, comprobación y auditoría sobre el cumplimiento de leyes.

En ese sentido, los Lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de la información, así como para la elaboración de versiones públicas -en adelante Lineamientos Generales- disponen en su artículo vigésimo cuarto lo siguiente:
“Vigésimo cuarto. De conformidad con el artículo 113, fracción VI de la Ley General, podrá considerarse como reservada, aquella información que obstruya las actividades de verificación, inspección y auditoría relativas al cumplimiento de las leyes, cuando se actualicen los siguientes elementos:

I. La existencia de un procedimiento de verificación del cumplimiento de las leyes;
II. Que el procedimiento se encuentre en trámite;
III. La vinculación directa con las actividades que realiza la autoridad en el procedimiento de verificación del cumplimiento de las leyes, y

IV. Que la difusión de la información impida u obstaculice las actividades de inspección, supervisión o vigilancia que realicen las autoridades en el procedimiento de verificación del cumplimiento de las leyes.”

Del lineamiento en cita, se colige que se trata de información reservada aquella que obstruya las actividades de verificación, inspección y auditoría relativas al cumplimiento de las leyes, cuando se actualicen las siguientes hipótesis normativas: 

1. La existencia de un procedimiento de verificación del cumplimiento de las leyes. 
2. Que ese procedimiento se encuentre en trámite.
3. La vinculación directa con las actividades que realiza la autoridad en el procedimiento de verificación del cumplimiento de las leyes. 
4. Que la difusión de la información impida u obstaculice las actividades de inspección, supervisión o vigilancia que realicen las autoridades en el proceso de verificación del cumplimiento de las leyes. 

Establecido esto, resulta oportuno realizar el análisis de las hipótesis normativas establecidas en los Lineamientos Generales, con la finalidad de determinar si, en el presente caso, resulta procedente la negativa de acceso a la información requerida por considerarse información susceptible de ser reservada. 

· La existencia de un procedimiento de verificación del cumplimiento de las leyes
Como se precisó, en respuesta el Sujeto Obligado señaló a través de la Servidora Pública Habilitada de la Contaduría General Gubernamental que los expedientes donde obra cada uno de los pagos, motivo de las solicitudes en estudio, sí son generados por el Sujeto Obligado; sin embargo, no resulta dable proporcionarse derivado que estaba sujeto a diversos actos de fiscalización, hasta en tanto no se emitan los informes de resultados por parte de los Entes fiscalizadores. 

Remitiendo, para tal efecto diversos listados de las auditorías, inspecciones o acompañamientos en proceso.

· Que el procedimiento de fiscalización se encuentre en trámite
Como se señaló en el punto anterior, el Sujeto Obligado, a través de la unidad administrativa competente mencionó que las auditorías, inspecciones o acompañamientos se encontraba en proceso, por lo que, se logra vislumbrar que a la fecha de la solicitud de información, las auditoría se encontraban en proceso, situación por la que, se actualiza la segunda hipótesis normativa. 

· La vinculación directa con las actividades que realiza la autoridad en el procedimiento de fiscalización.

En el presente caso, caber señalar que, las auditorías, inspecciones o acompañamientos en mención, tienen el objetivo de revisar que la recaudación, captación, administración, ejercicio y aplicación de recursos aprobados se lleven a cabo de acuerdo con la normatividad correspondiente y, que su manejo y registro financiero haya sido correcto, es decir, a través de estas auditorías se lleva a cabo la fiscalización de los procesos de adquisición y contratación, así como la rendición de cuentas. 

[bookmark: _Hlk215608615]En ese sentido, se advierte que la información solicitada respecto de los Comprobantes que poseen por el pago realizados mediante transferencia electrónica y cheque con recursos del presupuesto de egresos del año 2024 guardan relación directa con las actividades que se realizan dentro del proceso de fiscalización y verificación. Por lo que,  se actualiza la tercera hipótesis de clasificación. 

· [bookmark: _Hlk215608699]Que la difusión de la información impida u obstaculice las actividades de inspección, supervisión o vigilancia que realicen las autoridades en el proceso de verificación del cumplimiento de las leyes.
Como se mencionó anteriormente, los Comprobantes de pago realizados mediante transferencia electrónica y cheque, es un documento legal que describe una operación comercial y ampara su validez fiscal y legal ante el Servicio de Administración Tributaria, que avala las operaciones que realizan las personas físicas y morales.

[bookmark: _Hlk215608746]Además el Comprobante de pagos realizados mediante transferencia electrónica y cheque es considerado como un documento definitivo, por ello, resulta prudente tomar en consideración lo plasmado en el criterio 09/2004 emitido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que por analogía se aplica al caso concreto, y que a la letra establece que:

"INFORMACIÓN SUJETA A REVISIÓN. SI YA CONSTA EN UN DOCUMENTO DEFINITIVO, DEBE PERMITIRSE EL ACCESO A ÉSTE. Para el otorgamiento del acceso a la información que consta en un documento definitivo, no obsta que el mismo se encuentre sujeto a un proceso de revisión, pues la información existe y se encuentra plasmada en un documento que está bajo el resguardo de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en una de sus unidades administrativas y aun cuando se esté procesando para ser publicada en diversa presentación. Ello no implica su falta de disponibilidad en la modalidad que se requirió, por lo que debe darse acceso a la misma en los términos solicitados, en aras de una total y absoluta transparencia de la información bajo el resguardo de este Alto Tribunal, independientemente de que en un futuro se cuente con una presentación distinta Clasificación de la información 10/2004-J, 19 de mayo de 2004. Unanimidad de votos"

Del anterior criterio se puede deducir que para el caso de acceso sobre documentos que se encuentren en un proceso de revisión no debe implicar la falta de estos, siempre que sean definitivos, por lo que deberá permitirse el acceso a los mismos. 

Ya que no se advierte que con su entrega se vulnere algún procedimiento de fiscalización o auditoria no es impedimento para que puedan ser entregados pues se trata de documentos definitivos, que son aquellos que han alcanzado una versión final, oficial o concluyente, y que no están sujetos a modificaciones adicionales, por lo que este tipo de documentos no vulneran los procedimientos de auditoría como resulta del caso concreto.

Por el contrario, este tipo de documentos facilita la transparencia y rendición de cuentas, en virtud que los documentos definitivos, como los pagos realizados ya materializadas, deben ser accesibles para que los ciudadanos y otras partes interesadas puedan supervisar el uso de los recursos públicos, las decisiones gubernamentales y el cumplimiento de los procedimientos legales, garantizando que los ciudadanos tengan el derecho de conocer la información relacionada con la administración pública, excepto en casos muy específicos (seguridad nacional, etc.), por lo que documentos definitivos no suelen entrar en esas excepciones.

[bookmark: _Hlk215608836]Por otro lado, mantener los documentos definitivos accesibles ayuda a prevenir la corrupción, si los documentos finales fueran reservados, se permitiría encubrir decisiones o pagos irregulares aun y cuando estas ya fueron consumadas, por lo que los documentos finales aumenta la confianza de los ciudadanos en las instituciones, ya que se demuestra que las decisiones se han tomado de manera abierta y conforme a la ley. 

En resumen, los documentos definitivos se consideran el resultado de procesos que deben ser conocidos y evaluados por la sociedad, y por eso no se clasifican como reservados, por lo que se desestima la pretendida clasificación propuesta por el Sujeto Obligado.

Por ello, se determina que, la información requerida NO actualiza la causal de clasificación como reservada prevista en el artículo 140, fracción V, numeral 1, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. 

En consecuencia, resulta procedente ordenar la entrega de la información requerida por el particular solicitante, en versión pública de ser procedente.
I. DE LA VERSIÓN PÚBLICA.
Al respecto, los artículos 3, fracciones IX, XX, XXI, XXXII, XLV; 6, 91, 132, 137, 143, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios establecen:

 “Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
…
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México;
…
XX. Información clasificada: Aquella considerada por la presente Ley como reservada o confidencial;
XXI. Información confidencial: Se considera como información confidencial los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos;
…
XXXII. Protección de Datos Personales: Derecho humano que tutela la privacidad de datos personales en poder de los sujetos obligados y sujetos particulares;
…
XLV. Versión pública: Documento en el que se elimine, suprime o borra la información clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso.
 Artículo 6. Los datos personales son irrenunciables, intransferibles e indelegables, por lo que los sujetos obligados no deberán proporcionar o hacer pública la información que contenga, con excepción de aquellos casos en que deban hacerlo en observancia de las disposiciones aplicables. En el caso de los derechos de acceso, rectificación, cancelación u oposición; los principios, procedimientos, medidas de seguridad en el tratamiento y demás disposiciones en materia de datos personales, se deberá estar a lo dispuesto en las leyes de la materia.
(…
Artículo 91. El acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando ésta sea clasificada como reservada o confidencial.
…
Artículo 132. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente; o
III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en esta Ley.
…
Artículo 137. Cuando un mismo medio, impreso o electrónico, contenga información pública y reservada o confidencial, la Unidad de Transparencia para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una versión pública en la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y fundando y motivando su clasificación.
 Artículo 143. Para los efectos de esta Ley se considera información confidencial, la clasificada como tal, de manera permanente, por su naturaleza, cuando:
I. Se refiera a la información privada y los datos personales concernientes a una persona física o jurídico colectiva identificada o identificable...”

De los preceptos anteriores se desprende que cuando un documento que vaya a ser entregado vía acceso a la información pública, contenga tanto información de interés público como información que debe ser clasificada, se hará la entrega del mismo, testando las secciones o datos que deban ser clasificados; por ende el Sujeto Obligado deberá proceder a testar los datos personales que se encuentre contenidos en los documentos a entregar para satisfacer el derecho de acceso a la información pública de la parte Recurrente, esto es, los datos concernientes a una persona identificada o identificable, o aquellos datos que tengan el carácter de sensibles, es decir los que afectan  la esfera más íntima de su titular o cuya utilización indebida pueda dar origen a discriminación o conlleven un riesgo grave para aquel de acuerdo a los que señala la fracción XII del artículo 4 de la Ley de Protección de Datos Personales en posesión de Sujetos Obligados del Estado de México.

Datos que deberá clasificar como confidenciales por tratarse precisamente de información privada, puesto que los datos personales son irrenunciables, intransferibles e indelegables y los Sujetos Obligados no deberán hacer entrega de los mismos a personas ajenas a su titular.

En el caso específico, la información solicitada puede contener datos susceptibles de clasificarse, que de hacerse públicos afectarían la intimidad y vida privada de particulares; que se ha reiterado en las resoluciones de este Pleno que además de los datos especificados en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se consideran confidenciales cuyo acceso debe ser restringido, los cuales deben testarse al momento de la elaboración de versiones públicas, como pudieran ser de manera enunciativa más no limitativa, clave de elector, numero de OCR, CURP, el número de cuenta bancaria, que sean exclusivamente de particulares, entre otros.

[bookmark: _Hlk201862069]La clave de elector, es la composición alfanumérica compuesta de 18 caracteres, mismos que hacen identificable a una persona física, que se conforma por las primeras letras de los apellidos, año, mes, día, sexo, clave del estado en donde nació su titular, así como una homoclave que distingue a su titular de cualquier otro homónimo, por lo tanto, se trata de un dato personal que debe ser protegido.

El número de OCR, denominado Reconocimiento Óptico de Caracteres (OCR), contiene el número de la sección electoral en donde vota el ciudadano titular de dicho documento, por lo que constituye un dato personal en razón de que revela información concerniente a una persona física identificada o identificable en función de la información geoelectoral ahí contenida, por lo que es susceptible de resguardarse.

La clave única del registro de población, se integra por datos personales que sólo conciernen al particular titular de la misma, como lo son su nombre, apellidos, fecha de nacimiento, lugar de nacimiento y sexo. Dichos datos, constituyen información que distingue plenamente a una persona física del resto de los habitantes del país, por lo está considerada como información confidencial.

Igualmente, resulta importante destacar que el número de cuenta bancaria de las personas físicas es información que sólo su titular o personas autorizadas poseen para el acceso o consulta de información patrimonial, o para la realización de operaciones bancarias de diversa naturaleza, por lo que la difusión pública del mismo facilitaría la afectación al patrimonio del titular de la cuenta.

Por lo anterior, el número de cuenta bancaria debe ser clasificado como confidencial con fundamento en las fracciones I y II del artículo 143 de la Ley de la Materia de la Entidad; en razón de que, con su difusión se estaría poniendo en riesgo la seguridad de su titular.

Además de que, la publicidad de los números de cuenta bancaria de los particulares en nada contribuye a la rendición de cuentas, sino por el contrario, dar a conocer los números de las cuentas bancarias hace vulnerable a las personas físicas, al abrir la posibilidad de que terceros que cuenten con las posibilidades tecnológicas y/o económicas puedan realizar actos ilícitos mediante operaciones cibernéticas; en esa virtud, este Instituto determina que dicha información no puede ser del dominio público, toda vez que se podría dar un uso inadecuado a la misma o cometer algún ilícito o fraude en contra del patrimonio de los particulares. 

En esa virtud, este Pleno determina que dicha información no puede ser del dominio público, toda vez que se podría dar un uso inadecuado a la misma o cometer algún ilícito o fraude como ya ha sido expuesto. 

Es por esta razón que se debe omitir el o los números de cuentas bancarias de particulares en las versiones públicas que de las facturas se hagan, para ser entregadas.

Lo anterior, no es así tratándose de las cuentas bancarias o claves interbancarias de los Sujetos Obligados ya que su publicidad cede a la rendición de cuentas al transparentar la forma en que son administrados los recursos públicos.

Lo argumentado encuentra sustento en los criterios 10/17 y 11/17, emitidos por el entonces Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, INAI, que llevan por rubro y texto los siguientes:

“Cuentas bancarias y/o CLABE interbancaria de personas físicas y morales privadas. El número de cuenta bancaria y/o CLABE interbancaria de particulares es información confidencial, al tratarse de un conjunto de caracteres numéricos utilizados por los grupos financieros para identificar las cuentas de sus clientes, a través de los cuales se puede acceder a información relacionada con su patrimonio y realizar diversas transacciones; por tanto, constituye información clasificada con fundamento en los artículos 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 113 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

Cuentas bancarias y/o CLABE interbancaria de sujetos obligados que reciben y/o transfieren recursos públicos, son información pública. La difusión de las cuentas bancarias y claves interbancarias pertenecientes a un sujeto obligado favorece la rendición de cuentas al transparentar la forma en que se administran los recursos públicos, razón por la cual no pueden considerarse como información clasificada.”

Por cuanto hace al Registro Federal de Contribuyentes (RFC) y el domicilio fiscal si bien este Instituto ha sostenido que el RFC y domicilio de las personas físicas debe ser testado por los Sujetos Obligados, en las versiones públicas de los documentos que elaboren para atender las solicitudes de información pública, lo cierto es que, tratándose de proveedores, prestadores de servicios o contratistas, dichos datos no deben ser suprimidos de las facturas y contratos que vayan a ser entregados.

Ello se debe a que, del ejercicio de ponderación entre el derecho a la protección de datos personales con el derecho de acceso a la información pública, es de mayor trascendencia el que cualquier persona pueda conocer en qué se gastan los recursos públicos, puesto que se trata de erogaciones que realiza un órgano del Estado con base en los recursos que encuentran su origen en mayor medida en las contribuciones aportados por los gobernados, por lo que debe transparentarse su ejercicio.

Además, las personas físicas que realicen las actividades contratadas por las instituciones, renuncian implícitamente a una parte de su derecho a la intimidad al obtener beneficios y lucros de los recursos públicos por dicha contratación, por lo que no puede considerarse como información clasificada lo relativo a su nombre, registro federal de contribuyentes y domicilio fiscal, atento a que dicha información es la que puede generar certeza en los gobernados en que se está ejerciendo debidamente el presupuesto.

Robustece lo anterior el criterio orientador 04/21 emitido por el entonces Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, INAI, el cual refiere:

“Registro Federal de Contribuyentes (RFC) de personas físicas proveedoras o contratistas. El RFC de contratistas o proveedores de los sujetos obligados debe ser público, ya que al tratarse de personas con contrataciones públicas, su difusión favorece la transparencia con la que deben administrarse los recursos públicos, en términos del artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”

Relacionado con lo anterior, el nombre de las personas físicas o los representantes legales de las personas morales, en su calidad de proveedores, contratistas o prestadores de servicios, y la firma y rúbrica de estos, que participen en algún  proceso de adjudicación en cualquiera de sus modalidades, debe mencionarse que con base en el artículo 23 párrafo segundo y 24 fracción XVIII  de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, los entes públicos tienen la obligación de difundir toda aquella información relativa a los montos y las personas a quienes entreguen, por cualquier motivo, recursos públicos, así como los informes que dichas personas entreguen sobre el uso y destino de dichos recursos, motivo por el cual los datos del representante legal de la persona moral que resultó favorecida con el procedimiento de licitación no conservan el carácter de confidencial y por tanto no deben ser testados.
Argumentación que guarda sustento en lo estipulado por el artículo 23 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios en su penúltimo párrafo, mismo que es del tenor literal siguiente:

“Artículo 23. (…)
Los sujetos obligados deberán hacer pública toda aquella información relativa a los montos y las personas a quienes entreguen, por cualquier motivo, recursos públicos, así como los informes que dichas personas les entreguen sobre el uso y destino de dichos recursos.”

Asimismo, resulta aplicable el contenido del criterio de interpretación 01/19 emitido por el entonces Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información, y Protección de Datos Personales, INAI, que lleva por rubro y texto los siguientes

“Datos de identificación del representante o apoderado legal. Naturaleza jurídica. El nombre, la firma y la rúbrica de una persona física, que actúe como representante o apoderado legal de un tercero que haya celebrado un acto jurídico, con algún sujeto obligado, es información pública, en razón de que tales datos fueron proporcionados con el objeto de expresar el consentimiento obligacional del tercero y otorgar validez a dicho instrumento jurídico.”


En tal contexto, es de señalar que la clasificación de la información no opera con la simple supresión de datos que se haga en los documentos de que se trate o con la simple decisión que tome el Servidor Público Habilitado o el Responsable de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, sino que ello deberá realizarse en términos de lo que disponen los artículos 49 fracción VIII, 53, fracción X y 59, fracción V, de la Ley en consulta, cuyo sentido literal es el siguiente:

“Artículo 49. Los Comités de Transparencia tendrán las siguientes atribuciones:
VIII. Aprobar, modificar o revocar la clasificación de la información…”

“Artículo 53. Las Unidades de Transparencia tendrán las siguientes funciones:
X. Presentar ante el Comité, el proyecto de clasificación de información…” 

“Artículo 59. Los servidores públicos habilitados tendrán las funciones siguientes:
V. Integrar y presentar al responsable de la Unidad de Transparencia la propuesta de clasificación de información, la cual tendrá los fundamentos y argumentos en que se basa dicha propuesta…”

Denotándose de dichos elementos normativos que el determinar la clasificación de la información es un trabajo en conjunto tanto de los Servidores Públicos Habilitados, de las Unidades de Transparencia y del Comité de Transparencia del Sujeto Obligado, teniendo el deber los primeros de ellos de presentar ante la Unidad de Transparencia la propuesta de la clasificación de la información, para que luego ésta presente ante al Comité de Transparencia de así resultar procedente el proyecto de clasificación de la información y finalmente sea éste último quien apruebe, modifique o revoque la clasificación de la información solicitada.

Para lo cual, a su vez en el caso de información de carácter confidencial, se debe atender a lo que señala el artículo 149 de la Ley de Transparencia Local vigente, que se lee como sigue:

“Artículo 149. El acuerdo que clasifique la información como confidencial deberá contener un razonamiento lógico en el que demuestre que la información se encuentra en alguna o algunas de las hipótesis previstas en la presente Ley.” 

Es decir, el Sujeto Obligado a través de su Comité de Transparencia, deberá elaborar acuerdo que contenga un razonamiento lógico con el que se demuestre que la información que se testa de las versiones públicas que se sirva elaborar, encuadra en alguna de las hipótesis que contempla la Ley de la Materia en su artículo 143; ya que de lo contrario, se crearía la incertidumbre jurídica en relación a si lo entregado es formalmente una versión pública, o un documento ilegible, incompleto o tachado; en otras palabras si no se exponen de manera puntual las razones de la versión pública de la documentación entregada se estaría violentando el derecho de acceso a la información de la persona solicitante.

Atento a lo anterior, cabe señalar que el Comité de Transparencia del Sujeto Obligado, deberá emitir el acuerdo de clasificación de información debidamente fundado y motivado, en términos los Lineamientos Segundo, fracción XVIII, y del Cuarto al Décimo Primero de los “Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas”, que literalmente expresan:

 “Segundo.- Para efectos de los presentes Lineamientos Generales, se entenderá por:
XVIII. Versión pública: El documento a partir del que se otorga acceso a la información, en el que se testan partes o secciones clasificadas, indicando el contenido de éstas de manera genérica, fundando y motivando la reserva o confidencialidad, a través de la resolución que para tal efecto emita el Comité de Transparencia.
...
Cuarto. Para clasificar la información como reservada o confidencial, de manera total o parcial, el titular del área del sujeto obligado deberá atender lo dispuesto por el Título Sexto de la Ley General, en relación con las disposiciones contenidas en los presentes lineamientos, así como en aquellas disposiciones legales aplicables a la materia en el ámbito de sus respectivas competencias, en tanto estas últimas no contravengan lo dispuesto en la Ley General.
Los sujetos obligados deberán aplicar, de manera estricta, las excepciones al derecho de acceso a la información y sólo podrán invocarlas cuando acrediten su procedencia.
Quinto. La carga de la prueba para justificar toda negativa de acceso a la información, por actualizarse cualquiera de los supuestos de clasificación previstos en la Ley General, la Ley Federal y leyes estatales, corresponderá a los sujetos obligados, por lo que deberán fundar y motivar debidamente la clasificación de la información ante una solicitud de acceso o al momento en que generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia, observando lo dispuesto en la Ley General y las demás disposiciones aplicables en la materia.
Sexto. Se deroga.
Séptimo. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se determine mediante resolución del Comité de Transparencia, el órgano garante competente, o en cumplimiento a una sentencia del Poder Judicial; o
III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en la Ley General, la Ley Federal y las correspondientes de las entidades federativas.
Los titulares de las áreas deberán revisar la clasificación al momento de la recepción de una solicitud de acceso, para verificar, conforme a su naturaleza, si encuadra en una causal de reserva o de confidencialidad.
Octavo. Para fundar la clasificación de la información se debe señalar el artículo, fracción, inciso, párrafo o numeral de la ley o tratado internacional suscrito por el Estado mexicano que expresamente le otorga el carácter de reservada o confidencial.
Para motivar la clasificación se deberán señalar las razones o circunstancias especiales que lo llevaron a concluir que el caso particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.
En caso de referirse a información reservada, la motivación de la clasificación deberá comprender el análisis de la prueba de daño a que hace referencia el artículo 104 de la Ley General, en relación con el artículo trigésimo tercero de los presentes lineamientos, así como las circunstancias que justifican el establecimiento de determinado plazo de reserva.
Noveno. En los casos en que se solicite un documento o expediente que contenga partes o secciones clasificadas, los titulares de las áreas deberán elaborar una versión pública fundando y motivando la clasificación de las partes o secciones que se testen, siguiendo los procedimientos establecidos en el Capítulo IX de los presentes lineamientos.
Décimo. Los titulares de las áreas, deberán tener conocimiento y llevar un registro del personal que, por la naturaleza de sus atribuciones, tenga acceso a los documentos clasificados. Asimismo, deberán asegurarse de que dicho personal cuente con los conocimientos técnicos y legales que le permitan manejar adecuadamente la información clasificada, en los términos de la Ley General de Archivos, Lineamientos para la Organización y Conservación de Archivos y demás normatividad aplicable.
En ausencia de los titulares de las áreas, la información será clasificada o desclasificada por la persona que lo supla, en términos de la normativa que rija la actuación del sujeto obligado.
Décimo primero. En el intercambio de información entre sujetos obligados para el ejercicio de sus atribuciones, los documentos que se encuentren clasificados deberán llevar la leyenda correspondiente de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo VIII de los presentes lineamientos.” 

Asimismo, respecto a las formalidades que deberá llevar el acuerdo de clasificación que deberá emitir el Sujeto Obligado a través de su Comité de Transparencia, los Lineamientos Quincuagésimo y Quincuagésimo primero de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas señalan lo siguiente:

 “Quincuagésimo. Los titulares de las áreas de los sujetos obligados podrán establecer sus propios modelos o formatos para la elaboración de versiones públicas de documentos o expedientes, siempre y cuando cumplan lo establecido en los presentes Lineamientos, así como en las correspondientes Leyes Generales. 
Quincuagésimo primero. Toda acta del Comité de Transparencia deberá contener: 
I. El número de sesión y fecha; 
II. El nombre del área que solicitó la clasificación de información; 
III. La fundamentación legal y motivación correspondiente; 
IV. La resolución o resoluciones aprobadas; y 
V. La rúbrica o firma digital de cada integrante del Comité de Transparencia. 
Las resoluciones del Comité en las que se haya determinado confirmar o modificar la clasificación de información pública como reservada, deberán incluir, cuando menos: 
I. Los motivos y razonamientos que sustenten la confirmación o modificación de la prueba de daño;
II. Descripción de las partes o secciones reservadas, en caso de clasificación parcial; 
III. El periodo por el que mantendrá su clasificación y fecha de expiración; y 
IV. El nombre del titular y área encargada de realizar la versión pública del documento, en su caso. 
En los casos en que se clasifique la información como reservada siempre se entregará o anexará la prueba de daño con la respuesta al solicitante. 
En los casos de resoluciones del Comité de Transparencia en las que se confirme la clasificación de información confidencial solo se deberán de identificar los tipos de datos protegidos, de conformidad con el lineamiento trigésimo octavo.
Para la elaboración de las versiones públicas, además, se deberán observar las formalidades establecidas en los Lineamientos Quincuagésimo segundo, Quincuagésimo cuarto, Quincuagésimo quinto, Quincuagésimo séptimo y Quincuagésimo octavo, que establecen lo siguiente:

“Quincuagésimo segundo. Para la clasificación y elaboración de versiones públicas de documentos que contengan información clasificada como reservada o confidencial, las áreas de los sujetos obligados deberán tomar las medidas pertinentes tendientes a asegurar que el espacio utilizado para testar la información no podrá ser empleado para la sobreposición de contenido distinto al autorizado por el Comité.
En el caso específico de la clasificación y elaboración de versiones públicas de documentos que contengan información confidencial, las áreas de los sujetos obligados deberán: 
I. Fijar la fecha en que se elaboró la versión pública y la fecha en la cual el Comité de Transparencia confirmó dicha versión;
II. Señalar dentro del documento el tipo de información confidencial que fue testada en cada caso específico, de conformidad con el lineamiento trigésimo octavo; y
III. Señalar las personas o instancias autorizadas a acceder a la información clasificada.
En los documentos de difusión electrónica, señalar en la primera hoja y en el nombre del archivo, que la versión pública corresponde a un documento que contiene información confidencial.”
…
Quincuagésimo cuarto. Cuando el Comité de Transparencia confirme la clasificación de documentos reservados y/o confidenciales, sea total o parcialmente; se deberá anexar al expediente la resolución que determinó la clasificación o, en su defecto, identificar en la carátula del expediente del cual formen parte, la fecha y sesión del Comité de Transparencia en la que se confirmó dicha clasificación. 
Quincuagésimo quinto. Cada área del sujeto obligado podrá designar formalmente a una o más personas como responsables del testado, que sean encargadas de la adecuada elaboración o supervisión de las versiones públicas de los documentos o expedientes, verificando que cumplan con los requisitos señalados en las Leyes Generales, los presentes Lineamientos y demás normativa aplicable antes de su confirmación por el Comité de Transparencia.
...
Quincuagésimo séptimo. Se considera, en principio, como información pública y no podrá omitirse de las versiones públicas la siguiente: 
I. La relativa a las Obligaciones de Transparencia que contempla el Título V de la Ley General y las demás disposiciones legales aplicables; 
II. El nombre de los integrantes de los sujetos obligados en los documentos, y sus firmas autógrafas o digitales, cuando sean utilizados en el ejercicio de las facultades conferidas para el desempeño del servicio público, y
III. La información que documente decisiones y los actos de autoridad concluidos de los sujetos obligados, así como el ejercicio de las facultades o actividades de los servidores públicos, de manera que se pueda valorar el desempeño de los mismos. 
Lo anterior, siempre y cuando no se acredite alguna causal de clasificación, prevista en las leyes o en los tratados internacionales suscritas por el Estado mexicano.  
Quincuagésimo octavo. Los sujetos obligados garantizarán que los sistemas o medios empleados para eliminar la información en las versiones públicas sean irreversibles, de tal forma que no permitan su recuperación o la visualización de la misma.”

En ese tenor y de acuerdo a la interpretación en el orden administrativo que le da la Ley de la materia a este Instituto específicamente, en términos de su artículo 36, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, a efecto de salvaguardar el derecho de acceso a la información pública consignado a favor del Recurrente.

Finalmente, y en mérito de lo expuesto en líneas anteriores, resultan parcialmente fundados los motivos de inconformidad vertidos por la parte Recurrente, por ello con fundamento en la segunda hipótesis del artículo 186, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se MODIFICA la respuesta a la solicitud de información 00558/SF/IP/2025, que ha sido materia del presente fallo.

Por lo antes expuesto y fundado. 
SE    RESUELVE

PRIMERO. Se MODIFICA la respuesta entregada por el Sujeto Obligado a la solicitud de información número 00558/SF/IP/2025, por resultar parcialmente fundados los motivos de inconformidad vertidos por el Recurrente, en términos del Considerando CUARTO de esta resolución.

SEGUNDO. Se ORDENA al Sujeto Obligado haga entrega al Recurrente en términos del Considerando CUARTO de esta resolución, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), de ser procedente en versión pública, de lo siguiente:

1) Los comprobantes de pago correspondientes a los Proyectos de Prestación de Servicios (PPS) del periodo comprendido del uno de enero al treinta y uno de diciembre de dos mil veinticuatro.

Para la entrega en versión pública deberá emitir el Acuerdo del Comité de Transparencia en términos de los artículos 49, fracción VIII y 132 fracción II, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en el que funde y motive las razones sobre los datos que se supriman o eliminen y se ponga a disposición de la parte Recurrente.

TERCERO. NOTIFÍQUESE la presente resolución a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. De conformidad con el artículo 198, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente resolución.

QUINTO. NOTIFÍQUESE al Recurrente la presente resolución a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), y hágase de su conocimiento que en caso de considerar que le causa algún perjuicio, podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 196, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA; EN LA DÉCIMA CUARTA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL VEINTIDÓS DE ABRIL DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- ---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
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Capitulo Vil de los Estados e Informes Contables, Presupuestarios,
Programticos y de los Indicadores de Postura Fiscal

. Estados e Informacion Contable

2) Estado de Actividades

b) Estado de Situacién Financiera

©) Estado de Variacion en la Hacienda Pdblica

d) Estado de Cambios en la Situacién Financiera

&) Estado de Flujos de Efectivo

) Estado Analitico del Activo

) Estado Analitico de Ia Deuds y Otros Pasives.

h) Informe sobre Pasivos Contingentes

i) Notas a los estados financieros

Acuerdo por el que se emite el formato de conciliacién entre los
ingresos presupuestarios y contables, asi como entre los egresos
presupuestarios y Ios gastos contables

1. Estados e Informes Presupuestarios

e
271212017
27/09/2018
2301212020
28/07/2021
09/08/2022
08122022
04/07/2024

06/10/2014
27/09/2018
23/1212020
09/08/2022

06/10/2014
27122017
231212020

06/10/2014
271212017
2301212020

06/10/2014
231212020

06/10/2014
27/09/2018
2301212020

06/10/2014
231212020

06/10/2014
2301212020

06/10/2014
2301212020

06/10/2014
27/09/2018
2301212020
08122022

06/10/2014
27/09/2018
08122022




image3.png
a) Estado Analitico de Ingresos

b) Estado Analitico del Ejercicio del Presupuesto de Egresos™
incluye endeudamiento neto e intereses de Ia deudsa,

©) Endeudamiento Neto

d) Intereses de la Deuda

Il Estados e Informes Programiticos

3) Estados e Informes Programticos

IV. Indicadores de Postura Fiscal

3) Indicadores de Postura Fiscal

Anexo Matrices de conversion

2) Matrices de Conversion




image4.png
El ocho de julio de dos mil veinticinco, se presenté a través del Sistema de Acceso a la
Informacién Publica Mexiquense (SAIMEX) la solicitud de acceso a la informacién
publica, mediante la cual se requiere [o siguiente:

licito copia simple dlgitalizada a través del sistema electronico saimex de los comprobantes
de pago correspondientes a los Proyectos de Prestacion de Servicios (PPS) realizados del 1 de

enero de 2024 al 30 de junio de 2025 (Sic)

Derivado de dicha solicitud, el Acceso a la Informacion Mexiquense
(SAIMEX) le asigné el expediente]00558/SF/1P/2025 |
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1. Que de conformidad con lo dispuesto en los articulos 6 inciso A fraccion I, 16 segundo
parrafo de la Constitucion Politica de los Estados Unidos Mexicanos; 5 parrafos vigésimo,
vigésimo primero, y vigésimo segundo fraccién Il de la Constitucién Politica del Estado
Libre y Soberano de México; 3 fracciones XIV, XX, XXIV y XXXIII, 49 fraccién VIIl y XII, 91,132
fraccion | y 140, fracciones V numeral 1, y X de la Ley de Transparencia Y Acceso a la
Informacion Publica del Estado de México y Municipios, asi como el numerales Vigésimo
Cuarto y Vigésimo Quinto de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificacién y
Desclasificacién de la Informacion, asi como para la elaboracién de Versiones Publicas,
emitidos por el Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la
informacion Publica y Proteccion de Datos Personales; el Comité de Transparencia de la
Secretaria de Finanzas, es competente para conocer y resolver el presente asunto.

2. Que los fundamentos y argumentos en los que se sustenta la propuesta de clasificacion
formulada por la servidora publica habilitada de la Contaduria General Gubernamental,
fueron los siguientes:

Fundamento: “..articulos 3, fracciones IX, XIV, XX, XXIV, XXXIll 49, fraccion VI, 59, fraccion
V, 132, fraccion |, y 140, fracciones \/ numeral I, y X de la Ley de Transparencia y Acceso a la
Informacicn Publica del Estado de Meéxico y Municipios, asf como el numerales Vigésimo,
Cuarto y Vigésimo Quinto de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificacior
Desclasificacion de la Informacion, asi como para la elaboracion de Versiones Publi¢ds,
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“Articulo 140. El acceso a la informacion publica sera restringido excepcionalmente, cuando
por razones de interés publico, ésta sea clasificada como reservada, conforme a fos criterios
siguientes:

V. Aquella cuya divulgacion obstruya o pueda causar un serio perjuicio a:

Las actividades de fiscalizacion, verificacion, inspeccion, comprobacion y auditoria sobre el

cumplimiento de Ias Leyes; o

X. El dario que puedsa producirse con la publicacion de fa informacion sea mayor que el interés
publico de conocer la informacicn de referencis, siempre que esté directamente relacionado
con procesos o procedimientos administrativos o judiciales que no hayan quedado firmes;
Cuando se trate de informacion sobre estudios y proyectos cuya divuigacion pueda causar
darios al interés del Estado o suponga un riesgo para su realizacion, siempre que esté
dlrectamente relacionado con procesos o procedimientos administrativos o judciales que no
hayan quedado firmes;y..."

Lineamientos Generales en Materia de Clasificacion y Desclasificacion de la Informacion,
asi como para la Elaboracion de Versiones Publicas

“primero. Los presentes Lineamientos Generales tienen por objeto establecer los criterios con
base en los cuales los sujetos obligados clasificardn como reservada o confidencial la
informacion que posean, desclasificaran y generardn, en su caso, versiones publicas de
expedientes o documentos que contengan partes o secciones clasificadas.

Cuarto, Para clasificar la informacién como reservada o confidencial, de manera total o parcial,
el titular del drea del sujeto obligado deberd atender lo dispuesto por el Titulo Sexto de /a Ley
General, en relacion con las disposiciones contenidas en los presentes lineamientos, s/ como
en aquellas disposiciones legales aplicables a la materia en el 3mbito de sus respectivas
competencias, en tanto estas dltimas no contravengan lo dispuesto en la Ley General,

Los sujetos obligados deberan aplicar, de manera estricta, las excepciones al derecho de
acceso a la informacion y slo podrén invocarlas cuando acrediten su procedencia.

Séptimo. La clasificacion de la informacicn se llevard a cabo en el momento en que:
1. Se reciba una solicitud de acceso a la informacicn;
Los titulares de las dreas deberan revisar la clasificacion al momento de la recepcion de una. /

solicitud de acceso a la informacion, para verificar si encuadra en una causal de reserva o de
confidencialidad.
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Octavo. Para fundar la clasificacion de la informacion se debe sefalar el articulo, fraccién,
inciso, parrafo o numeral de la ley o tratado internacional suscrito por el Estado mexicano que
expresamente le otorga el cardcter de reservada o confidencial.

Para motivar Ia clasificacion se deberan serialar las razones o circunstancias especiales que lo
Hlevaron a concluir que el caso particular se ajusta al supuesto previsto por fa norma legal
invocada como fundamento.

Vigésimo Cuarto. De conformidad con el articulo 113, fraccion Vi de la Ley General, podrs
considerarse como reservada, aquella informacion que obstruya las actividades de verificacion,
inspeccion y auditoria relativas al cumplimiento de las leyes, cuando se actuslicen los
siguientes elementos:

1 La existencia de un procedimiento de verificacion del cumplimiento de las leyes;
11 Que el procedimiento se encuentre en tramite;

M. La vinculacién directa con las actividades que realiza la autoridad en el procedimiento de.
verificacion del cumplimiento de las leyes, y

V. Que la difusion de la informacion impida u obstaculice las actividades de inspeccicn,
supervision o vigilancia que realicen las autoridades en el procedimiento de verificacion del
cumplimiento de las leyes...

Vigésimo quinto. De conformidad con el articulo 113, fraccion Vi de la Ley General, podrs
considerarse como informacion reservada, aquella cuya difusion pueda obstruir o impedir el
ejercicio de las facultades que llevan a cabo las autoridades competentes para recaudar,
fiscalizar y comprobar el cumplimiento de las obligaciones fiscales en términos de las
disposiciones normativas aplicables.
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Por lo anterior, se precisa que toda informacion en posesién de cualquier Sujeto Obligado
es publica; sin embargo, existen excepciones a este principio, tal como se desprende de los

articulos 91y 140 fracciones V numeral 1y X de la citada ley que refieren lo siguiente:

“Articulo 91. £l acceso a la informacion publica serd restringido excepcionalmente, cuando
ésta sea clasificada como reservada o confidencial.”

“Articulo 140. 1 acceso a la informacion publica serd restringido excepcionalmente, cuando
por razones de interés publico, ésta sea clasificada como reservads, conforme a los criterios
siguientes:

V. Aquella cuya divulgacion obstruya o pueda causar un serio perjuicio a:

1. Las actividades de fiscalizacion, verificacion, inspeccidn, comprobacion y auditoria sobre el

cumplimiento de las Leyes; o

X. £l dario que puedsa producirse con la publicacion de la informacion sea mayor que el interds
publico de conocer a informacicn de referencia, siempre que esté directamente relacionado
con procesos o procedimientos administrativos o judlciales que no hayan quedado firmes;
Cuando se trate de informacion sobre estudios y proyectos cuya divulgacion pueda causar
darios al interés del Estado o suponga un riesgo para su realizacion, siempre que esté
dlrectamente relacionado con procesos o procedimientos administrativos o judiciales que no
hayan quedado firmes;y..”

/

Asi de la arménica interpretacion de los articulos transcritos, se desprende una excepcion
al principio de maxima publicidad en el ejercicio del derecho de acceso a la informacion
publica, como lo es la reserva, hipdtesis derivada de causas especificas que la propia
normatividad sefiala; luego entonces, si en el presente asunto, estamos en presencia de
uno de los supuestos de excepcion como es la reserva por encuadrar en lo dispuesto por el
articulo 140 fracciones V numeral 1y X de la Ley de Transparencia, resulta evidente que no

existe transgresion alguna al principio de maxima publicidad.
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Lo anterior, toda vez que la documentacién requerida por el solicitante forma parte parcial
o total de la informacién que esta siendo fiscalizada por distintos Entes Fiscalizadores, en
cuarenta auditorias, inspecciones o acompanamientos del ejercicio fiscal 2024, que se
encuentran en proceso, por lo que la entrega de la informacion ocasionarfa un riesgo
inminente al interés juridico tutelado por la causal de reserva invocada, ya que se pondria
directamente en riesgo con la entrega de la informacion que forma parte de las auditorfas,
a etapa de ejecucion y seguimiento del procedimiento de fiscalizacion, pues al dar a
conocer de forma anticipada la informacion pudiera emitirse un juicio que no
corresponderia estrictamente con el proposito de las auditorias, inspecciones o
acompaiamientos al no encontrarse reunida totalmente la informacién, lo que evitaria que
el auditor vigile el estricto cumplimiento y apego de las disposiciones  juridico-
administrativas del area auditada.
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Acreditacién de modo, tiempo y lugar del dafio.

Modo. La entrega de la informacicn afectaria directamente las actividades de fiscalizacion de las 40
auditorias iniciadas por los diferentes Entes Fiscalizadores, tanto Federales como Estatales tales
comor Auditoria Superior de la Federacidn, Secretarla Anticorrupcion y Buen Gobierno y Organo
Superior de Fiscalizacion del Estado de México; asf como, Inspecciones realizadas por la secretaria
de la Contraloria y Acompariamientos del Organo Interno de Control de la Secretaria de Finanzas;
como quedan establecidas en la relacion antes mencionade, ya que de entregar la informacion
solicitadls, podila implicar que obstruya las actividades de verificacion de auditorias, inspecciones o
acompariamientos de referencia en un periodo indefinido; toda vez que el registro contable del
efocto patrimonial y presupuestal de las operaciones financieras se efecttia sobre base acumulativa,
para facilitar su fiscalizacion, taly como lo establece el articulo 343 del Codigo Financiero del Estado
de Méxicoy Municipios, que a la letra serala:

Articulo 343.- E] sistema de contabilidad debe disefiarse sobre base acurmulativa total y operarse
en forma que facilite Ia fiscalizacion de los activos, pasivos, ingresos, egresos y; en general, que
posibiite medir a eficacia del gasto publico, y contener las medidas de control interno que
permitan verificar el registro de la totalidad de las operaciones financieras. El sistema de
‘contabilidad sobre base acumulativa total, se sustentard en las normas emitidas por el Consejo
Nacional de Armonizacion Contable.

R
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Tiempo. La vulneracion juridica por la entrega de Ja informacion seria instanténes, desde el
rmomento mismo en que se conceda el acceso a la misma; toda vez que al entregar la informacion
entorpecerian las actividades de verificacion, inspeccion, comprobacion y auditoria de las 40
revisiones iniciadas por los diferentes Entes Fiscalizadores Federales y Estatales, de acuerdo con el
articulo 140 fraccion V, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Informacion Pablica del Estado de
Meéxico y Municipios, que a fa letra indica:

Articulo 140. £/ acceso a la informacion publica serd restringido excepcionalmente, cuando
por razones de interés piblico, ésta sea clasificads como reservada, conforme a los criterios

siguientes:

Vo Aquella cuya divulgacion obstruya o pueda causar un serio perjuicio a
Las actividades de fiscalizacin, verificacin, inspeccion, comprobacion y
auditoria sobre el cumplimiento de las Leyes;

Lugar de dafio. £] dario se configuraria en el Estado de México, smbito terriorial en el cual ejerce
sus atribuciones, facultades y funciones la Contadluria General Gubernamental y que el menoscabo
© dario que pueda producirse con la publicidad de la informacion es mayor que el interés de
conocerla y por consiguiente debe clasificarse como reservada, por un periodo de 12 meses, toda vez
que el registro contable se llevara con base acumulativa para reflejar de manera consolidada la
situacion financiera del Sujeto Obligado, la cual como ha quedado expuesto anteriormente se
encuentra auditada, hasta en tanto no se emitan los informes de resultados...”(Sic)
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UNICO.- Con fundamento en lo establecido en el articulo 125 de la Ley de Transparencia,
se clasifica como informacién reservada por el periodo de 12 m: hast:
gueden firmes los comprobantes de pago correspondientes a los Proyectos de
Prestacién de Servicios (PPS) realizados del primero de enero al treinta y uno
de diciembre de dos mil veinticuatro fiscalizados en las auditorias, inspecciones
© acompafiamientos nimeros 850, 847, 844, 849, 845, 846, 848, 854, 842, 855,
852, 843, 856, 851, 857, 853, A PROCESO-001-014-2025, A PROCESO-006-061-
2025, ACF-139, CF-138, 235-0113-2025, 126-0102-2025, 126-0100-2024, 126-0121-
2025, 126-0174-2025, 126-0179-2025, 126-0204-2025, 126-0215-2025, 126-0236-
2025, 126-0251-2025, 126-0260-2025, 126-0318-2025, 126-0336-2025, 126-0358-
2025, 126-0364-2025, 126-0367-2025, 126-0395-2025, 126-0457-2025, 126-0558-
2025y 126-0557-2025, documentacién requerida en la solicitud de informacién |
Ppublica nimero 00558/SF/IP/2025.
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MARIO DAVID LUGO DELGADILLO
PRESIDENTE DEL COMITE DE TRANSPARENCIA
Y TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA- /

. ALEJANDRO JUAN PICHARDO MAYA
INTEGRANTE SUPLENTE DEL COMITE DE
TRANSPARENCIA EN REPRESENTACION DE TRANSPARENCIA EN

DEL RESPONSABLE DEL AREA| REPRESENTACION DEL TITULAR DEL

COORDINADORA DE ARCHIVOS GRGANO INTERNO DE CONTROL

SUPLENTE DEL COMITE
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